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EL PROCESO DE LA COOPERACIÓN TÉCNICA EN LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS: EL MARCO LEGAL

Por William M. Berenson

I. INTRODUCCIÓN

La Organización de los Estados Americanos (OEA) es una organización internacional de carácter público, a la cual sus miembros han encomendado una amplia gama de tareas y actividades tendientes a asegurar la paz y la seguridad en el hemisferio, a promover la democracia, eliminar la pobreza y fomentar el desarrollo económico, social y cultural, mediante la cooperación en las Américas
. La cooperación técnica ha sido un objetivo clave de la OEA desde que se inició como una organización internacional pública moderna, en 1948. Al día de hoy, la cooperación técnica representa aproximadamente dos tercios de los gastos anuales de la Organización, de alrededor de US$145,000,000
. 

El propósito de este trabajo no es hacer una evaluación o revisión exhaustiva de los programas de cooperación técnica de la Organización, ni tampoco de todas las entidades de la Organización que participan en el proceso de la cooperación técnica. Una tarea de esa envergadura requeriría un escrito de la extensión de un libro ya que prácticamente todos los órganos de la Organización están involucrados en algún tipo de cooperación técnica y el número y variedad de proyectos son sorprendentes. Más bien, nuestro objetivo principal es hacer una descripción, desde la perspectiva de un abogado, de la infraestructura básica de la Organización para formular políticas de cooperación técnica, y para generar, financiar, administrar y evaluar sus actividades de cooperación técnica.

Luego de esta Introducción (Parte I), este trabajo está dividido en cuatro partes adicionales. La Parte II da una breve reseña histórica con un enfoque en el desarrollo legal del marco actualmente vigente. En la Parte III se discute el concepto de Cooperación Técnica en la OEA, el Plan Estratégico, los principales actores del proceso y la variedad de productos de cooperación técnica que la Organización entrega a sus Estados miembros. La Parte IV divide el proceso de cooperación técnica en cinco actividades básicas: elaboración de políticas; financiamiento de proyectos (o movilización de recursos, como se la denomina actualmente); aprobación de proyectos; ejecución de proyectos y evaluación. Luego se describe el marco legal que rige a cada una de estas actividades. La Parte V ofrece algunas conclusiones respecto de los aspectos positivos y las debilidades del presente marco, con un enfoque en la necesidad de una coordinación institucional y un apoyo financiero más efectivo para mejorar el proceso de cooperación técnica de la Organización. 

II. EL CONTEXTO HISTÓRICO DE LA COOPERACIÓN TÉCNICA

A. Creación del CIDI

El marco legal actual de las actividades de cooperación técnica de la Organización tomó forma por primera vez cuando entraran en vigor las enmiendas del Protocolo de Managua, el 31 de enero de 1996. Esas enmiendas eliminaron las entidades políticas y administrativas de formulación y administración establecidas por las enmiendas de 1967 a la Carta de la OEA, contenidas en el Protocolo de Buenos Aires, para formular y administrar los programas de cooperación técnica de la Organización.  Específicamente, el Protocolo de Managua creó el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) como el principal órgano político responsable de formular, promover y desarrollar directrices para la cooperación técnica a nivel ministerial para el hemisferio. Estableció también a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) como secretaría administrativa responsable principal de la coordinación y supervisión de los proyectos de cooperación técnica, particularmente de aquellos que implican actividades de cooperación solidaria para el desarrollo.

B. Madurez institucional del CIDI y creación de la Comisión Ejecutiva Permanente del CIDI (CEPCIDI), de las Comisiones Interamericanas y de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD)
Entre 1996 y 1999 la Asamblea General y la Secretaría General comenzaron a rellenar los vacíos del marco legal básico establecido por el Protocolo de Managua y a refinarlo.  Durante su Período Ordinario de Sesiones en junio de 1996, la Asamblea General adoptó el Estatuto del CIDI definiendo más detalladamente sus funciones, estructura, financiamiento y sus relaciones con la SEDI, y estableciendo la organización y estructura de sus órganos subsidiarios, a saber: su Comisión Ejecutiva Permanente (CEPCIDI), sus Comisiones Especiales No Permanentes (CENPES), y sus otras Comisiones Especiales
.  También durante esa sesión, la Asamblea General estableció la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS) y la Comisión de Desarrollo Social (CDS) como Comisiones Especiales del CIDI, e incorporó a la Comisión Especial de Comercio (CEC) también como Comisión Especial del CIDI
.  Captando la intención de los órganos políticos, el Secretario General, en 1996, comenzó a emitir una serie de Ordenes Ejecutivas para establecer la estructura y funciones de las Unidades y otras dependencias de la Secretaría General que jugarían un activo papel brindando asesoría de carácter técnico-político al CIDI en determinados sectores y asistiéndolo en la implementación de sus proyectos
.
Durante su segunda Reunión Ordinaria, celebrada en México en 1997, el CIDI creó su Fondo Especial Multilateral (FEMCIDI) para financiar las actividades de cooperación solidaria y adoptó el Estatuto del FEMCIDI
.  Posteriormente, durante ese año, el Consejo Permanente de la OEA, en cumplimiento de la delegación de autoridad de la Asamblea General de la OEA, modificó las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General (Las Normas Generales), a fin de reflejar el establecimiento del FEMCIDI y la eliminación de los dos fondos voluntarios multilaterales que financiaban proyectos multilaterales antes de la creación del CIDI.

En 1998, la Asamblea General estableció la Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología y la Comisión Interamericana de Puertos, ambas como Comisiones Especiales del CIDI, según el Estatuto del CIDI
.  Un año más tarde, la Asamblea General modificó el Estatuto del CIDI, convirtiendo a las “Comisiones Especiales” en “Comisiones Interamericanas” y definiendo sus funciones como mecanismos de seguimiento y comisiones preparatorias para las reuniones ministeriales de sus respectivos sectores.  Las disposiciones modificadas delegaron en el CIDI la autoridad para crear Comisiones Interamericanas sin necesidad de pedir aprobación de la Asamblea General de acuerdo con el artículo 77 de la Carta
.  También en 1998 el CIDI aprobó el Reglamento de la CEPCIDI, y en 1999 aprobó el Reglamento de la Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología, que serviría de modelo para que las otras Comisiones Interamericanas elaboraran sus respectivos reglamentos
.  

El último desarrollo significativo en la evolución institucional del CIDI fue la creación de la AICD como órgano subsidiario del CIDI y la aprobación de su Estatuto en las sesiones de la Asamblea General de noviembre de 1999
.  El propósito de la AICD, de acuerdo con su Estatuto, es “promover, coordinar, gestionar y facilitar la planificación y ejecución de programas, proyectos y actividades (…. “actividades de cooperación solidaria para el desarrollo) dentro del ámbito de la Carta de la OEA y, en particular, en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria del CIDI”.  La AICD está integrada por una Junta Directiva compuesta por nueve Estados miembros elegidos por el CIDI, observando “los principios de rotación y de equitativa representación geográfica”.  Su secretaría es la SEDI.  La creación de la AICD hizo necesario introducir modificaciones en el Estatuto del CIDI, en las Normas Generales, en el Estatuto del FEMCIDI y en los Reglamentos del CIDI, de la CEPCIDI y de las CENPES.  La Asamblea General aprobó todas esas modificaciones en su Período Extraordinario de Sesiones de noviembre de 1999
.
A partir de 1999 se han producido otros cambios adicionales de importancia.  En 2002 la Asamblea General modificó el Estatuto del CIDI para habilitar a la CEPCIDI a que realice las funciones de preparación y aprobación del presupuesto del CIDI cuando éste no esté sesionando.  El efecto práctico de esta modificación consiste en transferir a la CEPCIDI las funciones administrativas y presupuestarias del CIDI.  Además, en 2001 y 2002, se modificaron en forma provisional el Estatuto del FEMCIDI y el Ciclo de Programación de Actividades establecido en el Estatuto del FEMCIDI, para  facilitar una mayor interacción entre los Estados miembros y la SEDI durante el proceso de la programación y permitir un período de ejecución de proyectos más extenso
.  Tales modificaciones aún están en vigor.

C. La Cooperación Técnica antes del CIDI

La Carta de la OEA original, adoptada en Bogotá en 1948, estableció la cooperación técnica como uno de los cinco propósitos esenciales de la Organización
.  Sin embargo, en la Carta de 1948, no existían la Asamblea General, el CIDI, ni el Consejo Permanente  para generar políticas de cooperación técnica y supervisar las actividades de la Organización. Las decisiones de política general eran responsabilidad de las Conferencias Interamericanas, que se reunían cada cuatro años. Las decisiones de política provisionales, los asuntos presupuestarios, y la supervisión administrativa correspondían a un órgano denominado Consejo de la OEA, el cual ejercía muchas de las facultades que la Carta actualmente en vigor distribuye entre la Asamblea General y el Consejo Permanente.  Para generar políticas y  promover actividades de cooperación técnica, la Carta de 1948 establecía dos Consejos que formaban parte del Consejo de la Organización – el Consejo Interamericano Económico y Social y el Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura
.  La Carta de 1948 también reconocía a las Conferencias Especializadas, que aún existen en la Carta actual, como órganos de la Organización creados para “tratar asuntos técnicos especiales o para desarrollar determinados aspectos de la cooperación interamericana”, y los Órganos Especializados para tratar “materias técnicas de interés común para los Estados americanos”, según los tratados internacionales que los hubieran creado
.   

La OEA, provista de esta estructura, fue designada por los Ministros de Relaciones Exteriores reunidos en Punta del Este en 1961 para actuar como Coordinadora de la Alianza para el Progreso.  La Alianza para el Progreso fue el compromiso más ambicioso en materia de cooperación técnica que se haya vislumbrado para las Américas - un Plan Marshall multilateral para la región.  La elección de la OEA como coordinadora de la Alianza no fue accidental.  No había otra opción multilateral.  El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) no se había establecido todavía, y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), otro protagonista de la cooperación técnica en la región hoy en día, tenía apenas dos años y se encontraba aún en su etapa inicial de organización.  La OEA era la única institución con la estructura organizativa y madurez necesaria para llevar a cabo la labor
.  

La OEA respondió a este desafío expandiendo el ámbito de sus operaciones y aumentando el número de sus funcionarios, los que, de ser unos cientos antes de la Alianza, pasaron a ser casi 1800 a principios de 1970, cuando los programas de la Alianza alcanzaron su cúspide
.  Sin embargo, hacia mediados de 1960, los Estados miembros habían concluido que era necesario enmendar la Carta para establecer una base legal más comprensiva que abarcara el papel más amplio en materia de cooperación técnica que tenía la Organización bajo la Alianza, a fin de dotarla de una estructura más apta para la determinación de políticas y la ejecución de proyectos de cooperación para el desarrollo.  De esta manera, en 1967, la Organización adoptó el Protocolo de Buenos Aires el cual agregó más de veinte nuevos artículos a la Carta que contienen metas de políticas, directrices y nuevos compromisos relacionados con cooperación para el desarrollo, respecto de cada sector.  Igualmente importante, el Protocolo de Buenos Aires eliminó la estructura organizativa creada en la Carta de 1948 y la reemplazó por la Asamblea General, la cual se reuniría por lo menos una vez al año, un Consejo Permanente y otros dos Consejos: el Consejo Interamericano Económico y Social (CIES) y el Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura (CIECC).  A diferencia de los órganos que los precedían bajo la Carta de 1948, los nuevos CIES y CIECC estaban en pie de igualdad jurídica con el Consejo Permanente y respondían directamente ante la Asamblea General respecto de la formulación de políticas de cooperación para el desarrollo y de la supervisión de los programas.  Las enmiendas a la Carta previstas en el Protocolo de Buenos Aires de 1969 también revitalizaron a la Secretaría de la Organización, otorgándole un importante papel respecto de la concertación de acuerdos de cooperación técnica; además, tales enmiendas cambiaron el nombre de “Unión Panamericana” por el de “Secretaría General”. 
No obstante, cuando las enmiendas entraron en vigor en 1971, la Alianza ya había entrado en un período de decaimiento y la Organización había comenzado a perder su posición preponderante en materia de cooperación para el desarrollo frente a los nuevos protagonistas – el BID y el PNUD
.  La desaparición progresiva de la Alianza para el Progreso causó la contracción de la OEA, principalmente en el área de la cooperación.  Hacia 1982 su personal había disminuido de los aproximadamente 1,800 funcionarios que había en 1971, a poco más de 1,000.  Hacia 1989 el personal disminuyó a menos de 600.   

A fines de la década de 1980 y principios de la década de 1990, era claro para la mayoría de los observadores que el papel de la Organización en materia de cooperación técnica era insignificante
.  Los presupuestos oficiales de asistencia para el desarrollo de Japón y de los Estados Unidos de América eran, cada uno, más de 200 veces superiores al de la OEA
.  Esta situación hizo que el Secretario General Gaviria, al poco tiempo de asumir sus funciones, a fines de 1994, observara que:

La OEA es uno más de los organismos “donantes” que tiene presencia en la región y su peso relativo es muy bajo.  El presupuesto total de la Organización para proyectos de cooperación representa menos del uno por ciento (1%) de los recursos invertidos en Asistencia Oficial para el Desarrollo (AOD) entre los países pertenecientes al sistema interamericano
. 
En esos años había un sentimiento general de que para que la OEA pudiera responder a los mandatos de su Carta de servir de motor y catalizador del desarrollo, había que cambiar el marco institucional de la Organización, el concepto de la cooperación técnica y su portafolio de proyectos.  El Protocolo de Managua, que en 1993 introdujo en la Carta el concepto de desarrollo integral y creó el CIDI, fue el primer esfuerzo importante para hacer efectivo el cambio.  A ello siguió un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General en México en 1994, donde nació el concepto de “cooperación solidaria” como el nuevo modelo dominante de las actividades de cooperación técnica de la Organización.  La entrada en vigor del Protocolo de Managua en enero de 1996, los cambios estructurales en la Secretaría que llevó a cabo el Secretario General Gaviria para generar políticas y promover programas a través de las unidades especializadas de la Secretaría, organizadas por sectores, y la creación de la AICD en 1999, han establecido la plataforma para la resurrección y revitalización de la OEA como un actor más importante en la cooperación técnica para las Américas. 

III. EL CONCEPTO DE COOPERACIÓN TÉCNICA EN LA OEA

A. El Concepto básico en la Carta de la OEA

En el ámbito de la OEA, la expresión “cooperación técnica” tiene una connotación de acción conjunta y colectiva para eliminar la pobreza y mejorar la condición económica, social y política de los pueblos de las Américas.  El Artículo 2 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (Carta de la OEA) actualmente en vigor establece como uno de los propósitos esenciales de la Organización: “Promover, por medio de la acción cooperativa” el desarrollo económico, social y cultural de los Estados miembros.  Asimismo, de acuerdo con los Artículos 30 a 32, los Estados miembros asumen la responsabilidad conjunta de cooperar con el propósito de eliminar la pobreza y asegurar su desarrollo integral.

La Carta establece además que la cooperación técnica para la eliminación de la pobreza extrema a través del desarrollo integral comprende “los campos económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico….”  Tal cooperación, según dispone la Carta, debe “apoyar el logro de los objetivos nacionales de los Estados miembros y respetar las prioridades que se fije cada país en sus planes de desarrollo, sin ataduras ni condiciones de carácter político”.  Debe además, encauzarse “en el marco de los principios democráticos y de las instituciones del sistema interamericano”
, “preferentemente a través de organismos multilaterales, sin perjuicio de la cooperación bilateral convenida entre Estados miembros”
.
B. Los socios para la cooperación
La cooperación técnica comprende no solamente la cooperación que se lleva a cabo entre la OEA y sus Estados miembros, o aquella entre los Estados miembros en la que la Organización actúa como catalizador.  Más bien, abarca además la cooperación que emprende la OEA con otras organizaciones multilaterales como, por ejemplo, las Naciones Unidas y sus organismos especializados
, el BID, el Banco Mundial, el Caribbean Development Bank, la Corporación Andina de Fomento (CAF) y otras instituciones financieras internacionales
.  Más aún, es también cooperación técnica la que se lleva a cabo al interior de la OEA, entre sus distintos órganos, como por ejemplo la que puede desarrollarse en temas ambientales entre la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) de la Organización, el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA) y la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente de la Secretaría General
. 

La lista de posibles socios para la cooperación no termina allí.  Incluye además a los países Observadores Permanentes de la OEA y otros Estados que no son miembros de la OEA pero que se han comprometido a promover el desarrollo integral en las Américas
.  Incluye además a organizaciones no gubernamentales tales como universidades, grupos de interés, corporaciones con fines de lucro y otras instituciones que conforman la sociedad civil interesadas en fomentar el desarrollo en las Américas y las oportunidades de mejoramiento de las condiciones en la región.

C. Modelos de Cooperación Técnica: Cooperación Solidaria

Durante la mayor parte del siglo pasado el modelo de cooperación que se desarrolló y predominó en la mayoría de los programas de cooperación técnica de la OEA fue el de la cooperación “vertical”.  En el modelo típico de cooperación vertical, la administración de la tecnología corresponde a expertos generalmente reclutados en los países desarrollados para trabajar en los países en vías de desarrollo.  Durante la década de 1960 y de los ‘70 la cooperación vertical en la OEA tomó la forma de programas en los que la OEA contrataba expertos como funcionarios y los enviaba a los Estados miembros para brindar asistencia técnica.  De hecho, el término cooperación vertical pasó a ser sinónimo de “cooperación técnica”. 

Con posterioridad a los años 1970, la cooperación vertical perdió popularidad por varias razones.  En primer lugar, para ese entonces, la cooperación vertical se había convertido en victima de su propio éxito.  Las oportunidades de becas de estudios prolongados en los países desarrollados y el fortalecimiento de los campos técnicos de estudio en las distintas facultades universitarias, que resultaron de la cooperación vertical, hicieron posible que en la mayoría de los estados surgiera un importante y creciente cuerpo de tecnócratas competentes y bien entrenados, capaces de brindar asistencia técnica a sus propios países.  Por lo tanto, respecto de la mayoría de las áreas de desarrollo, ya no se necesitaban organizaciones internacionales como la OEA, que proporcionaran asistencia técnica directa a través de expertos provenientes de países desarrollados.  En segundo lugar, las diferencias culturales  entre los expertos de países en vías de desarrollo con frecuencia creaban resistencia o fricciones en el país receptor, disminuyendo de esta manera la efectividad de los proyectos.  En tercer lugar, el mantener un equipo de cientos de expertos en la Secretaría General de la Organización en Washington DC pasó a ser más costoso de lo que el sistema podía soportar e introdujo una inflexibilidad burocrática no deseable en la programación de proyectos y en su administración.

El creciente desencanto con la cooperación vertical hizo que a principios de los años 1980 la Organización comenzara a favorecer otro modelo conocido como “Cooperación Horizontal”.  De acuerdo con el modelo de cooperación horizontal, los Estados envían expertos directamente a otros Estados para asistirlos en áreas en las que han tenido experiencia.  La función de la OEA en la cooperación horizontal es principalmente la de facilitar y servir de catalizador para la cooperación.  En esa capacidad, la OEA ayuda a identificar las necesidades de un país, identifica los expertos en otro y moviliza recursos para llevar a cabo la actividad de cooperación técnica acordada por el Estado proveedor y el Estado receptor.  La cooperación horizontal se basa en la premisa de que todos los Estados, cualquiera que sea su grado de desarrollo, pueden haber tenido experiencias valiosas al enfrentar ciertos problemas y haber desarrollado cierta pericia para resolverlos.  Por lo tanto, todos los países están en condiciones de ayudar a otros en una u otra área, según las experiencias que hayan tenido para solucionar tales problemas.  
El modelo que se usa actualmente en la Organización se denomina “Cooperación Solidaria”.  Se trata de un refinamiento del modelo de cooperación horizontal.  Originalmente fue enunciado en la Asamblea General Extraordinaria sobre Cooperación Técnica, en México en 1994
.  Dicho modelo fue confirmado en la Declaración de Montrouis en 1995
 y desde entonces, ha sido reconfirmado en dos Planes Estratégicos de Cooperación Solidaria aprobados por la Asamblea General de la OEA.  El Plan Estratégico en vigor, que fue adoptado por la Asamblea General en su Trigésimo Segundo Período Ordinario de Sesiones, define la Cooperación Solidaria para el Desarrollo en los términos siguientes:

La cooperación solidaria abarca a todos los Estados Miembros, independientemente de su desarrollo.  Esto implica superar el concepto tradicional de tipo asistencial, para desarrollar programas de cooperación solidarios que, sin pretender imponer modelos, apoyen las medidas económicas y sociales que tomen los países, en especial para combatir la pobreza.  Presta especial atención a la cooperación horizontal y multilateral y la participación de las comunidades, la sociedad civil y el sector privado en la solución de los problemas.  Este concepto implica, asimismo, orientar de manera efectiva los limitados recursos de la OEA para atender las necesidades más urgentes de los Estados Miembros, particularmente aquellos con economías más pequeñas y más vulnerables
.
La adopción de la cooperación solidaria como el modelo de cooperación predominante en la OEA no significa que la cooperación vertical haya  desaparecido completamente.  De hecho hay varias áreas en las cuales la Organización todavía brinda asistencia directa a los Estados miembros,  por medio de su personal.  Con todo, la gran mayoría de los proyectos de hoy en día están diseñados de acuerdo con el modelo de cooperación solidaria del Plan Estratégico de la Organización. 

D. El Plan Estratégico

El Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo constituye la principal declaración de política global en materia de cooperación técnica de la Organización.  El mismo es aprobado cada cuatro años por la Asamblea General a recomendación del CIDI y establece los “objetivos estratégicos” de cooperación técnica y las prioridades de la Organización respecto a los programas de cooperación técnica
.   El Plan incorpora en esas prioridades los mandatos de las Cumbres de los Jefes de Estado y de Gobierno quienes, desde 1994, se han reunido tres veces
.

El Plan Estratégico para los años 2002-2005 describe someramente ocho áreas prioritarias
.  Ellas son: Desarrollo social y generación de empleo productivo; educación; diversificación e integración económica; apertura comercial y acceso a mercados; desarrollo científico e intercambio y transferencia de tecnología; fortalecimiento de las instituciones democráticas; desarrollo sostenible del turismo; desarrollo sostenible y medio ambiente y cultura.  Salvo algunas excepciones, toda la programación de cooperación técnica de la OEA debe estar comprendida dentro de esas prioridades
.
Además de establecer prioridades, el Plan Estratégico identifica “objetivos estratégicos” que están “dirigidos a generar e implementar políticas y programas para la reducción de la pobreza y la desigualdad, así como para implementar y dar seguimiento a los mandatos de las Cumbres de las Américas”.  Los objetivos estratégicos previstos en el Plan Estratégico 2002-2005 son: Mejorar los mecanismos para el diálogo político proveyendo a las reuniones de nivel ministerial de documentos de investigación y de carácter sustantivo en las áreas prioritarias de interés y mejorando los mecanismos de seguimiento y monitoreo; construir y fortalecer la cooperación solidaria mediante el uso de prácticas óptimas, intercambio de información y consolidación de la red; desarrollo de la capacidad institucional en los Estados Miembros para diseñar y ejecutar programas de desarrollo mediante talleres, educación a distancia, prácticas óptimas y cooperación horizontal; movilizar recursos, ampliando la base de donantes, promoviendo financiamiento para proyectos en conjunto con otras entidades y desarrollando un sistema favorable de financiamiento reembolsable para proyectos, proveniente del sector privado, para los Estados miembros interesados. 

E. Los Mecanismos de Cooperación Técnica de la OEA

Existen tres mecanismos principales para lograr la cooperación técnica en la OEA.  Estos son reuniones, becas y proyectos.  

1. Reuniones

Cooperar significa “la combinación de personas con el propósito de producción de operación o acción conjunta”
.  Por tanto no es una coincidencia que uno de los medios más importantes para lograr cooperación sea mediante reuniones, en este caso, reuniendo instituciones para que puedan acordar la planificación, financiamiento, supervisión y evaluación de sus actividades conjuntas.  En el período de doce meses comprendido entre el 1º de marzo de 2000 y el 26 de febrero de 2001 la Organización auspició 170 reuniones.  Casi todas se relacionaban directamente con cooperación técnica
.
La cooperación técnica en la OEA implica reuniones a todos los niveles.  Primeramente, hay reuniones para la elaboración de propuestas definitivas de políticas de desarrollo y para la aprobación de las mismas.  Estas últimas incluyen las de Ministros de Relaciones Exteriores en la Asamblea General de la OEA, que aprueba: el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo, el presupuesto definitivo del Fondo Regular para asignar recursos de dicho fondo a los proyectos correspondientes y las normas para estructurar y coordinar las relaciones entre la variedad de órganos que participan en el proceso de cooperación técnica.  De modo similar, existen las reuniones ministeriales ordinarias y sectoriales del CIDI para formular las iniciativas de políticas de cooperación técnica y las asignaciones presupuestarias que se someten a la aprobación de la Asamblea General.  Los órganos subsidiarios del CIDI, incluyendo las Comisiones Interamericanas, la Comisión Ejecutiva Permanente (CEPCIDI) y la Junta Directiva de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), también se reúnen para formular propuestas de políticas y planes de desarrollo que someten a la consideración del CIDI.  Más aún, hay reuniones de las Conferencias Especializadas creadas en virtud del Capítulo XVII de la Carta de la OEA, “para desarrollar determinados aspectos de la cooperación interamericana” y hacer recomendaciones a la Asamblea General de la OEA.  Además, están las reuniones de los distintos cuerpos directivos de los Organismos Especializados previstos en el Capítulo XVIII de la Carta.  Dichos organismos cumplen “determinadas funciones en materias técnicas de interés común para los Estados americanos”.  Varios de ellos, incluyendo el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS), tienen competencia, según sus documentos constitucionales y resoluciones de la Asamblea General, para formular políticas de cooperación técnica en sus respectivas especialidades, sin necesidad de aprobación de la Asamblea General, y se reúnen en forma regular para ejercer su competencia. 

La Organización también realiza reuniones para llevar a cabo la selección, supervisión y evaluación de los programas y proyectos.  Así por ejemplo, las Comisiones Especializadas No Permanentes del CIDI (CENPES) se reúnen anualmente para evaluar y recomendar financiamiento para proyectos multilaterales y la Junta Directiva de la AICD se reúne para evaluar y aprobar tales recomendaciones.  En forma similar, el Consejo Permanente dedica  tiempo de sus reuniones para evaluar y supervisar las actividades de cooperación técnica de las Unidades y otras dependencias de la Secretaría General (a excepción de la SEDI, la cual informa a la CEPCIDI) responsables de dar apoyo a programas de cooperación técnica, tales como la Unidad para la Democracia y la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos. 

Finalmente, puede haber reuniones con carácter de proyectos individuales, cuyo objeto es intercambiar experiencias o dar entrenamiento en una amplia variedad de áreas técnicas.  Esto es particularmente común en el área de cooperación técnica para la promoción de la democracia, comercio, educación, y en algunas áreas legales, tales como la lucha contra la corrupción, la lucha contra el tráfico de drogas, y el desarrollo y difusión del derecho internacional. 
2. Becas

Las becas siempre han sido un soporte principal de los esfuerzos de la Organización para la cooperación técnica.  Desde principios de los años 1980 más de ochenta mil ciudadanos de Estados americanos se han beneficiado con las becas de la OEA
. Actualmente el programa financia aproximadamente 1500 becas para estudios universitarios de grado, estudios universitarios de postgrado y estudios de doctorados.  En el año 2001, aproximadamente US$8,700,000 (o 11.38%) de los US$76,000,000 del Presupuesto del Fondo Regular de la Organización se dedicaron al financiamiento de becas
.  Existen cientos de otras becas de más corta duración para programas de entrenamiento especializado y seminarios que se financian con otros fondos especiales y con recursos del Fondo Especial Multilateral para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) de la Organización.  En noviembre de 2002 el Fondo de Capital para Becas y Programas de Capacitación de la OEA, que había estado inactivo por largo tiempo, recibió un aporte de US$5,000,000 del Fondo de Reserva del Fondo Regular de la OEA, con cuyo ingreso se financiarán un número significativo de becas adicionales en los próximos años
. 

Muchas becas se otorgan hoy en día en asociación con otras instituciones y gobiernos patrocinantes
.  Así por ejemplo, puede ser que la Secretaría General de la OEA financie los pasajes aéreos o las matrículas, y otros socios, incluyendo universidades, empresas comerciales y agencias de gobierno, se hagan cargo del resto de los costos a favor del estudiante que va a recibir entrenamiento o capacitación.  Actualmente hay becas incluso para estudiantes que toman cursos de educación a distancia.   

En abril de 2003 el CIDI aprobó una nueva edición del “Manual de Procedimientos de los Programas de Becas y Capacitación”, el cual rige el proceso de selección y administración de las becas de la OEA
.  El Manual reconoce que la responsabilidad de aprobar los distintos programas de becas y capacitación de la Organización corresponde a la Asamblea General.  El CIDI, a través de la CEPCIDI y de la AICD, es responsable de la evaluación periódica de los programas y de sugerir las modificaciones necesarias en la programación, a fin de que corresponda con las prioridades del Plan Estratégico.  La Secretaría General otorga las becas, siguiendo las recomendaciones de la Junta de Selección de Becas y las recomendaciones hechas por comités de selección ad hoc que evalúan a los aspirantes. 

Dentro de la Secretaría, la mayoría de las becas son administradas por el Departamento de Becas y Capacitación de la AICD.  Con todo, hay becas para cursos especiales ofrecidas por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones, la Unidad para la Promoción de la Democracia, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y otras unidades sectoriales de la Secretaría General de la OEA.

3. Proyectos

Los proyectos representan el tercer mecanismo para lograr la cooperación técnica. Los proyectos tienen un amplio espectro y se pueden dividir en tres tipos: de infraestructura; de estudios y de capacitación
.
a. Proyectos de Infraestructura

Los proyectos de infraestructura de la Organización principalmente implican trabajar codo a codo con los Estados miembros en sus esfuerzos por crear y fortalecer sus instituciones políticas, económicas y sociales.  Así, por ejemplo, en el área de la cooperación técnica de promoción de la democracia, la Unidad para la Promoción de la Democracia (UPD) patrocina proyectos para asistir a los Estados miembros en materias tales como la elaboración de leyes electorales, mejoramiento del sistema de gobierno municipal, instalación de máquinas electorales, organización del sistema judicial y automatización del sistema electoral.  La Secretaría General, a través de la AICD y el antiguo Departamento de Asuntos Económicos y Sociales, ha asistido a los Estados miembros en la elaboración de leyes tributarias y de aduanas.  Actualmente, la AICD está auspiciando un programa de cooperación horizontal sobre prácticas gubernamentales de adquisiciones, diseñado para ayudar a los Estados miembros a eliminar la corrupción y racionalizar el proceso de compras.  La Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, junto con el Mecanismo de Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y de la Convención contra el Tráfico de Armas, brinda asistencia para la redacción de legislaciones nacionales, y CICAD provee asistencia similar para la elaboración de legislaciones contra el tráfico de drogas.  En el pasado, la Secretaría General también auspició y llevó a cabo proyectos sobre legislación tributaria.  A mediados de los años 1990, la Secretaría General patrocinó varios proyectos para asistir a los Estados miembros en la privatización de empresas estatales y redacción de instrumentos legales para regular a las empresas una vez privatizadas.

Aunque la Organización no se dedica a construir represas, carreteras ni plantas eléctricas, algunos de sus proyectos conllevan trabajos manuales con ladrillos y pala.  Entre sus proyectos de infraestructura física recientes se incluyen los proyectos de irrigación en Brasil de la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente (UDSMA); los proyectos de construcción de casas para personas desplazadas en Nicaragua y Honduras; la instalación de un sistema de monitoreo del clima en el Caribe de la UDSMA; y el desminado en Centroamérica y a lo largo de la frontera ecuatoriana/peruana, de la UPD.

b. Estudios

Los estudios técnicos y planes constituyen una parte importante del inventario de proyectos de la Organización.  La UDSMA ha trabajado con países en proyectos para desarrollar planes y estudios para preservar bosques y otros recursos naturales, sistemas de hidrología, acueductos y desarrollo de cuencas de ríos.  La AICD, y una de sus instituciones antecesoras, el Departamento de Asuntos Económicos, han patrocinado estudios de factibilidad de privatizaciones y desarrollo de la infraestructura de telecomunicaciones.

c. Capacitación

Los proyectos de capacitación que la OEA brinda junto con Gobiernos de los Estados miembros y empresas comerciales son sumamente efectivos.  Con frecuencia, estos proyectos se desarrollan en combinación con la administración de becas de la OEA.  La UPD administra numerosos programas de capacitación sobre liderazgo democrático y organización comunitaria.  El proyecto Portal de las Américas de la AICD brinda oportunidades de educación a distancia en numerosas especialidades técnicas.  La Secretaría de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas ha auspiciado un gran número de proyectos de capacitación para reducir el uso y tráfico de drogas ilícitas.  Recientemente, dicha Secretaría inició un programa de maestría sobre abuso de drogas, mediante educación a distancia, en cooperación con universidades de España, Estados Unidos, Venezuela y de otros Estados miembros.  Desde 1970 la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos ofrece cada año un curso sobre temas de actualidad en derecho internacional, para abogados jóvenes, en colaboración con el Comité Jurídico Interamericano y el Gobierno de Brasil.  Estos son sólo una pequeña muestra de los tantos proyectos de capacitación, los que constituyen un elemento importante de la programación de la cooperación técnica de la Organización.
IV. COOPERACIÓN TÉCNICA COMO UN PROCESO DE VARIOS PASOS: 
MARCO LEGAL E INSTITUCIONES

Con base en la discusión anterior, es obvio que la cooperación técnica es más que solo la aprobación de proyectos y su implementación.  Más bien es un proceso complejo que involucra una progresión de actividades,  que comienza con la elaboración de políticas generales y termina con la evaluación del proyecto.  La evaluación de proyectos, a su vez, se convierte en un suministro de información en el próximo ciclo de elaboración de políticas.  Las actividades específicas que conforman el proceso de Cooperación Técnica son la elaboración y formulación de políticas; financiamiento de proyectos y movilización de recursos; identificación y aprobación de proyectos; ejecución de proyectos (incluyendo la administración y/o supervisión); y evaluación de proyectos.  Una descripción de esos procesos y del marco legal que los guía sigue a continuación.

A. Marco legal e Instituciones para la Formulación de Política de Cooperación Técnica

La elaboración de política comprende establecer objetivos y directrices para la cooperación técnica, así como establecer prioridades para el uso de los recursos de la Organización. La elaboración de políticas tiene dos fases: Aprobación de Política y Formulación de Política.

1. Aprobación de Política

a. La Asamblea General de la OEA

La tarea de aprobar la política de cooperación técnica corresponde a la Asamblea General de la OEA, el órgano supremo de la Organización
.  De acuerdo con la Carta, la Asamblea General aprueba el Plan Estratégico, el cual establece las áreas de prioridad en cooperación técnica y los objetivos estratégicos.  La Asamblea General también revisa y normalmente aprueba, sin cambios sustanciales, las resoluciones que se le envían para su consideración por otros órganos políticos de la organización, incluyendo a los Consejos y las Organizaciones Especializadas.  Finalmente, la Asamblea aprueba el Programa-Presupuesto, el cual asigna los recursos del Fondo Regular de la Organización entre varios, aunque no todos, de esos órganos, siguiendo las prioridades que ha establecido.

b. Los Organismos Especializados

Los Organismos Especializados son organismos intergubernamentales establecidos a través de acuerdos multilaterales y que poseen funciones específicas respecto de asuntos técnicos de interés común a los Estados americanos.  Existen seis en total: la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), el Instituto Indigenista Interamericano (III) y el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA).  Todos tienen niveles diferentes de autoridad al elaborar políticas.  Debido a la autonomía que se les ha otorgado a esas Organizaciones bajo los tratados internacionales que los constituyeron y sus estatutos, la mayoría tienen autoridad para elaborar políticas en sus respectivas áreas de especialidad y no dependen de los mandatos de políticas de la Asamblea General de la OEA.  La autonomía de elaboración de políticas independientes es mayor entre aquellas Organizaciones Especializadas que no dependen del Fondo Regular del Presupuesto de la OEA para sus gastos operativos y a los cuales no se les provee servicios secretariales a través de la Secretaría General de la OEA.  Estos incluyen al IICA, OPS, III e IPGH.

2. Formulación de Política: Agregación y Articulación de Interés

El área más compleja de formulación de política ocurre en la formulación de propuestas de política para la Asamblea General y agregar los diversos intereses de los estados miembros, los sectores, y las otras partes interesadas en propuestas de políticas coherentes.  Para esta tarea existe una variedad de instituciones.

a. CIDI

La Carta designa al CIDI como el mecanismo primario para agregar los intereses de los diversos sectores y formular políticas de cooperación para la aprobación de la Asamblea General
.  No sólo es el CIDI responsable de la formulación para la aprobación de la Asamblea General de un Plan Estratégico para el Desarrollo Integral, sino que también tiene la tarea de formular directrices para el presupuesto de la cooperación técnica.  Además, la Carta le da al CIDI amplia jurisdicción para:

Promover, coordinar y responsabilizar de la ejecución de programas y proyectos de desarrollo a los órganos subsidiarios y organismos correspondientes, con base en las prioridades determinadas por los Estados miembros, en áreas tales como: 1) Desarrollo económico y social, incluyendo el comercio, el turismo, la integración y el medio ambiente; 2) Mejoramiento y extensión de la educación a todos los niveles y la promoción de la investigación científica y tecnológica, a través de la cooperación técnica, así como el apoyo a las actividades del área cultural, y 3) Fortalecimiento de la conciencia cívica de los pueblos americanos, como uno de los fundamentos del ejercicio efectivo de la democracia y la observancia de los derechos y deberes de la persona humana.
.
b. Mecanismos y Órganos Subsidiarios del CIDI

El CIDI formula políticas a través de reuniones regulares y sectoriales a nivel ministerial y a través de una estructura de órganos subsidiarios establecidos por la Asamblea General bajo los artículos 77, 93 y 95 de la Carta.  Las funciones y normas que gobiernan la operación de las reuniones y de esos órganos subsidiarios están establecidas en el Estatuto del CIDI adoptado por la Asamblea General y otras reglas que el CIDI mismo ha adoptado
.
(i) Reuniones Ministeriales

La Carta requiere que el CIDI se reúna por lo menos una vez al año a nivel ministerial, principalmente para formular recomendaciones relacionadas a políticas y a cuestiones presupuestarias, para la aprobación de la Asamblea General.  El CIDI puede también celebrar reuniones adicionales a nivel ministerial en temas especializados o sectoriales.  Esas reuniones formulan recomendaciones de políticas para la reunión anual regular del CIDI y para la eventual transmisión a la Asamblea General de la OEA para su aprobación
.
En años recientes el CIDI ha realizado reuniones especializadas para la elaboración de políticas sectoriales, como las de los Ministros de Educación, Trabajo, Puertos, Ciencia y Tecnología, Turismo, Gobierno Local, y Cultura. Varias de esas reuniones ministeriales operan bajo la sombrilla dual del CIDI y del Capítulo XVII de la Carta sobre Conferencias Especializadas.  Ellas incluyen las reuniones de los Ministros de Trabajo y de los Ministros de Turismo.

(ii) Conferencias Especializadas Bajo los Auspicios de CIDI

Las Conferencias Especializadas, como las reuniones sectoriales, fueron establecidas “para tratar asuntos técnicos especiales y desarrollar aspectos específicos de la cooperación interamericana”.  La mayoría se remonta a antes de la creación del CIDI bajo el Protocolo de Managua de 1993, así como de la creación de la OEA moderna bajo la Carta de 1948.  Todas las conferencias especializadas deben estar conectadas a un Consejo de la Organización o a una Organización Especializada, la cual es responsable de preparar la agenda y los reglamentos de las Conferencias bajo su jurisdicción y de recomendar su convocatoria
.
En 1997 y 1998, de acuerdo con la recomendación del CIDI, la Asamblea General votó por la eliminación de varias Conferencias Especializadas y por recrear algunas de ellas como Reuniones Ministeriales del CIDI.  Entre las eliminadas estaban las Conferencias de Estadísticas y la Conferencia de Carreteras.  La Conferencia Especializada de Puertos se convirtió en un Comité Interamericano
.  Se les instruyó a los Congresos de Turismo y a la Conferencia Especializada de Trabajo que sostuvieran sus reuniones “a nivel ministerial dentro del marco de las reuniones sectoriales del CIDI” de acuerdo con el Plan Estratégico.  La Resolución además ordenó al CIDI, a través de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral, proponer un plan para una mayor integración de las Conferencias Especializadas con el CIDI y una asociación para actividades de desarrollo. 

(iii) Órganos Subsidiarios

Como la reunión ministerial del CIDI usualmente no dura más de tres días, la mayoría del trabajo para desarrollar las iniciativas de políticas aprobadas en esas reuniones debe llevarse a cabo en otro ámbito.  Por esta razón, la Carta y el Estatuto del CIDI han creado cuerpos subsidiarios dentro del CIDI para llevar a cabo las funciones de agregar los diversos intereses y articularlos en el proceso de formulación de políticas.  Estos cuerpos incluyen: La Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI); las Comisiones Interamericanas; la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) y, en particular, su Junta de Directores; y las Comisiones Especializadas No-Permanentes.

(a) CEPCIDI

La CEPCIDI, en el cual todos los miembros activos de la OEA están representados, se reúne regularmente una vez al mes en Washington, D.C.  Puede reunirse más frecuentemente en sesiones especiales cuando se le solicita
.  El propósito de la CEPCIDI es “adoptar decisiones y hacer recomendaciones para el planeamiento, programación, presupuesto, control de la dirección, seguimiento y evaluación de proyectos y actividades de cooperación ejecutados en el área de CIDI”.  La mayoría de las resoluciones sobre políticas que pasan a través del CIDI para su aprobación rumbo a la Asamblea General se originan en la CEPCIDI.  La CEPCIDI además revisa las agendas para las Conferencias Especializadas y, en algunos casos, sus resoluciones.  El presupuesto de cooperación técnica para la mayoría de las áreas especializadas que recaen dentro de la jurisdicción del CIDI de acuerdo con el artículo 95 de la Carta se origina en la CEPCIDI.  La CEPCIDI también prepara borradores de procedimientos para los otros cuerpos subsidiarios y aprueba los reglamentos para algunos de ellos, incluyendo a la Junta Directiva de la AICD.  La mayoría de las cuestiones acerca de políticas, ya sean administrativas, presupuestarias o programáticas, se originan en la CEPCIDI o en uno de sus subcomités.  Y aquellas que no se originan allí, deben inevitablemente pasar por la CEPCIDI, como el Comité preparatorio de CIDI, para la posterior aprobación por parte del CIDI y de la Asamblea General de la OEA.

Para todos los propósitos y efectos prácticos, la CEPCIDI realiza las funciones básicas atribuidas a la reunión regular del CIDI bajo la Carta, y el Estatuto del CIDI ha sido enmendado varias veces desde 1997 para delegar más funciones administrativas, presupuestarias y de programación del CIDI a la CEPCIDI.  La CEPCIDI coordina el trabajo de los otros cuerpos subsidiarios del CIDI.  Y cuando el CIDI regular no está en sesión (casi todo el año excepto por tres días), adopta “ad referéndum del CIDI aquellas medidas administrativas, presupuestarias y reglamentarias que normalmente requieren una decisión por el CIDI. . .”.  La CEPCIDI también “adopta[] las políticas y lineamientos generales que la Junta Directiva de la AICD y la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral deberán seguir en la ejecución de las actividades de cooperación”
.
(b) Las Comisiones Interamericanas

Por medio del artículo 17 del Estatuto del CIDI, la Asamblea General delegó al CIDI la autoridad de crear Comisiones Interamericanas y determinar su “naturaleza, finalidad, estructura y financiamiento”.  Actualmente existen Comisiones Interamericanas en las áreas de Puertos, Desarrollo Sostenible, Desarrollo Social, Comercio, Ciencia y Tecnología, y Cultura.  Otra podría ser establecida en un futuro cercano en el área de Turismo.

Entre los mayores propósitos de las Comisiones Interamericanas están el de “proponer y promover sociedades para políticas de desarrollo” y servir de comités técnicos preparatorios para las reuniones sectoriales correspondientes del CIDI a nivel ministerial
.  Cada Comisión Interamericana está compuesta por “autoridades sectoriales político-técnicos acreditados por el gobierno de cada Estado Miembro”
.
(c) La Junta Directiva de la Agencia Interamericana para la Cooperación y Desarrollo (AICD)
El principal propósito de la AICD es promover, coordinar, administrar y facilitar la ejecución de proyectos bajo el Plan Estratégico del CIDI
.  La Agencia consiste de una Junta de Directores y una Secretaría, la cual es además la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral de la Secretaría General de la OEA
.  El Director Ejecutivo de la Agencia es el Secretario para el Desarrollo Integral, quien además se desempeña como Director General de la AICD
.  La Junta Directiva se compone de nueve estados miembros, quienes designan a expertos de alto nivel de sus respectivos países entrenados en cooperación técnica para representarlos en la Junta. En su reunión anual el CIDI elige a los estados miembros para que sirvan en la Junta por períodos de dos años escalonados
.
A pesar de que sus funciones son principalmente operacionales y tienen que ver con selección de proyectos, supervisión, y evaluación, la Agencia, a través de su Junta Directiva, contribuye al proceso de formulación de política general de varias formas. Primero, prepara el borrador del presupuesto de cooperación técnica para la aprobación por la CEPCIDI
.  Segundo, establece dentro de directrices más amplias establecidas por el CIDI, políticas para la movilización de recursos, designación de proyectos y relaciones cooperativas tanto con el sector público como con el privado. Tercero, recomienda a la CEPCIDI y al CIDI la adopción de las mismas directrices de políticas bajo las que opera
. 
(d) Comisiones Especializadas No-Permanentes (CENPES) 

Los CENPES son comités establecidos conforme al artículo 97 de la Carta por el CIDI para asistirle en aspectos específicos de cooperación interamericana
.  Generalmente el CIDI establece varias CENPES cada año para asistirle en evaluación de proyectos y de programas.  Cada CENPE consiste en hasta siete especialistas “de reconocida competencia” en sus sectores particulares y son electos por el CIDI
.
Entre las funciones más importantes de las CENPES están la evaluación técnica de proyectos propuestos para financiamiento con fondos del Fondo Especial Multilateral para el CIDI (FEMCIDI).  Sin embargo, como se establece en el Estatuto del CIDI, las CENPES son también responsables de asistir al CIDI en la formulación de políticas y programas sectoriales del Plan Estratégico.  Entonces, las CENPES siempre juegan un rol técnico importante en la agregación de intereses y en el proceso de evaluación, que es parte del proceso de elaboración de políticas. 

c. Órganos que no pertenecen al CIDI y que Participan en el Proceso de Política de Cooperación Técnica

A pesar de que el CIDI y sus órganos subsidiarios constituyen los organismos principales de formulación de políticas de cooperación técnica dentro de la OEA, ellos no son los únicos.  El Consejo Permanente, en su rol de Comisión Preparatoria para la Asamblea General, recibe las recomendaciones de políticas del CIDI y de otros organismos de la OEA para su transmisión a la Asamblea General en la forma de proyectos de resoluciones e informes, y tiene la autoridad para hacer sus observaciones en esas recomendaciones a la Asamblea General.

Aún más, principalmente a través de su Comisión de Asuntos Políticos y Jurídicos, el Consejo Permanente puede revisar recomendaciones para iniciativas de políticas en áreas no exclusivamente dentro de la jurisdicción del CIDI y confiadas a otras áreas en la Secretaría General y otros órganos de la Organización.  Estas incluyen propuestas generadas a través de la Subsecretaría para Asuntos Jurídicos y las reuniones de los Ministros de Justicia para programas de cooperación legal, así como para programas de cooperación relativos al Mecanismo de Seguimiento para la Convención Interamericana sobre Corrupción
.  Estas también incluyen recomendaciones de políticas para programas propuestos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) y la Unidad para la Promoción de la Democracia
.  Entonces, no sólo el Consejo Permanente tiene un rol potencial en contribuir al proceso de elaboración de políticas, sino que un número de otros organismos que no son directamente responsables ante CIDI, como la CICAD, CIM, la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, el Comité Jurídico Interamericano, y la UPD, juegan un rol importante en articular iniciativas de políticas en el área de cooperación técnica, para la aprobación por parte de la Asamblea General.

d. El Proceso de Cumbres como Mecanismo para la Elaboración de Políticas de Técnica de Cooperación

Desde 1994 se han celebrado tres Cumbres de Jefes de Estado y de Gobierno en las Américas.  Como el nombre lo sugiere, las Cumbres son reuniones que involucran a los más altos niveles de gobierno de los Estados Miembros – Presidentes y Primeros Ministros.  Cada una de las cumbres ha concluido con una Declaración y/o un Plan de Acción estableciendo las prioridades de las políticas para la región, particularmente en el área de cooperación técnica.  Y luego de cada una de esas cumbres, los ministros de relaciones exteriores que se reúnen en la Asamblea General de la OEA han tomado el ejemplo de sus respectivos jefes de estado y de gobierno y han adoptado las prioridades de las correspondientes cumbres como las de la OEA.

Legalmente, las Cumbres de Jefes de Estado no son parte de la OEA. No se mencionan como órganos de la OEA en la Carta y no califican como Conferencias Especializadas bajo la Carta porque no se conforman a los requerimientos organizacionales y estructurales de las Conferencias Especializadas bajo el Capítulo XVII de la Carta. 

No obstante, existe una relación de trabajo intrincada entre la OEA y el proceso de Cumbres.  Las Cumbres se reúnen cada tres o cuatro años.  Pero entre esas reuniones existe un proceso continuo de seguimiento y preparación para la próxima reunión.  Ese proceso se coordina a través del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) y su Consejo Ejecutivo y Comité de Coordinación
.  Como en el CIDI, el planeamiento y seguimiento de políticas para cada sector que ha sido encomendado con un mandato de Cumbre, procede por vía de reuniones sectoriales de los correspondientes ministros y reuniones de expertos.  Pues, en la práctica, las reuniones ministeriales organizadas por el CIDI sirven para un propósito dual de formular políticas no sólo para el CIDI sino además recomendaciones para el proceso de Cumbres.

Aún más, desde 1998 el Grupo de Revisión para la Implementación de Cumbres (GRIC) se ha reunido por lo menos una vez cada año durante la Asamblea General de la OEA, aunque manteniendo su independencia legal de ésta.  Existe también una Comisión Permanente del Consejo Permanente, llamada Comisión Especial sobre Gestión de Cumbres Interamericanas (CEGCI) la cual asiste en la coordinación de actividades de las Cumbres con aquéllas de la Organización.

Finalmente, desde la Cumbre en Québec de 2001, la Secretaría para el Proceso de Cumbres (antiguamente la Oficina de Seguimiento de Cumbres) de la Secretaría General de la OEA ha provisto servicios técnicos secretariales al GRIC y a la CEGCI.  La Secretaría para el Proceso de Cumbres mantiene archivos y base de datos para el proceso de cumbres y coordina mandatos asignados a la OEA por el Plan de Acción de las Cumbres.  Bajo Órdenes Ejecutivas implementadas por el Secretario General durante el primer semestre de 2002, la Secretaría para el Proceso de Cumbres es el enlace institucional entre las reuniones del GRIC y ministeriales del CIDI, así como con otras reuniones ministeriales de la OEA que operan fuera de la estructura del CIDI. Además ha asumido funciones más formales de coordinación y autoridad
.
La importancia de este proceso de Cumbres como un agente para agregar intereses diversos y articularlos en la forma de prioridades de políticas coherentes para las Américas y para la OEA no debe ser subestimado.  Las Cumbres generan mandatos de políticas, las cuales la Asamblea General de la OEA, las Organizaciones Especializadas, y el CIDI adoptan rápidamente y convierten en programas y proyectos.  La adopción de esos mandatos no es obligatoria bajo la Carta, pero, políticamente, es inevitable.  Y debido a la fuerte interrelación y superposición de las instituciones establecidas por el proceso de Cumbres y la OEA durante los años entre las cumbres, existe poca posibilidad de que las políticas adoptadas por las Cumbres difieran de aquéllas adoptadas por la Asamblea General y aquéllas puestas en acción por el CIDI y sus otros órganos de cooperación técnica.

Pero el enlace entre las Cumbres, la Asamblea General y el CIDI no es una calle de una vía.  Por su parte, las reuniones técnicas de las Comisiones Interamericanas y las Ministeriales del CIDI pueden generar recomendaciones de políticas las cuales son transmitidas a través de la Secretaría para el Proceso de Cumbres al GRIC y a las Cumbres, o por el CIDI a la Asamblea General.  Entonces, los mecanismos establecidos para  la articulación y el incremento del interés a la Asamblea General por el CIDI y el proceso de cumbres son varios y no excluyentes.

3. Mecanismos para Canalizar la Participación de Otras Entidades en el Proceso de Elaboración de Políticas para la Cooperación Técnica

Los Estados Miembros de la OEA no son los únicos participantes en el proceso de formulación de políticas de cooperación técnica. Otros participantes son los estados no-miembros de la OEA, la mayoría de los cuales tienen el status de Observadores Permanentes ante la Organización; otras organizaciones internacionales, incluyendo a aquellas de las Naciones Unidas; las instituciones financieras internacionales, y las ONGs, incluyendo universidades, fundaciones, grupos de intereses específicos conocidos como “sociedad civil” y el sector comercial privado.

La Organización ha creado una variedad de mecanismos para canalizar la participación de esos otros participantes en el proceso de elaboración de políticas.  La mayoría de esos mecanismos conceden, como mínimo, el derecho de asistir a las reuniones públicas de los órganos de la OEA que elaboran políticas donde asuntos políticos de interés son discutidos.  Algunos también proveen la oportunidad de participar en esas reuniones a través de privilegios como el uso formal de la palabra y el de recibir documentos en circulación.  Otros ofrecen el derecho a participar activamente en grupos de planeamiento de políticas técnicas con virtualmente los mismos derechos que poseen los estados miembros excepto el derecho a voto.  Una discusión sucinta de esos mecanismos sigue a continuación:

a. Status de Observador Permanente 

Los estados que no están ubicados geográficamente dentro de las Américas no son elegibles para convertirse en miembros de la OEA.  Para estimular la participación de esos estados en actividades de la OEA, la Asamblea General autorizó en 1971 al Consejo Permanente a extender al estado no miembro el status de Observador Permanente
.  Hoy día existen más de cincuenta países con status de Observador Permanente.

A pesar de que no existe un estatuto ni un código que confiera derechos a los Observadores Permanentes en todos los órganos de la OEA
, la mayoría de los órganos de la OEA extienden privilegios especiales a los Observadores Permanentes en sus propios reglamentos.  Esas reglas generalmente permiten a los Observadores algún tipo de participación limitada en sus reuniones.  Por ejemplo, de acuerdo con el reglamento de la Asamblea General, del Estatuto del Consejo Permanente y del Reglamento del CIDI
, y las organizaciones subsidiarias del CIDI, los Observadores Permanentes tienen derecho a participar en reuniones y requerir permiso para expresar sus opiniones.  Las Conferencias Especializadas y algunas Organizaciones Especializadas extienden derechos similares a los Observadores Permanentes
.  La CICAD y la CITEL confieren a los Observadores Permanentes esos mismos privilegios.  Los Observadores Permanentes más activos podrán tratar de hacer que sus opiniones sean escuchadas al pedir el derecho a la palabra y distribuir documentos señalando su posición respecto de varios asuntos de política.  Algunos contribuyen con recursos financieros sustanciales para los programas de cooperación técnica.
b. Otros Órganos y Agencias del Sistema Interamericano

Los Reglamentos de la Asamblea General, del CIDI, del Consejo Permanente, de las Organizaciones Especializadas, de las Conferencias Especializadas, y de otras entidades, normalmente confieren derechos participativos especiales a otras organizaciones interamericanas partes del sistema interamericano.  Entre esas organizaciones están la Junta Interamericana de Defensa, el Banco Interamericano de Desarrollo, la CAF y la Comisión Económica para América Latina (CEPAL).  Por ejemplo, el artículo 19 del Reglamento del CIDI concede a esas organizaciones derecho a asistir a sus reuniones y derecho a la palabra.  El artículo 6 del Reglamento de la Asamblea General le otorga un derecho similar al Secretario General de las Naciones Unidas, a las Organizaciones Interamericanas Especializadas y a la CEPCIDI, al Comité Jurídico Interamericano, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y a la CEPCIDI, pero no lo extiende a todos los órganos interamericanos ni agencias como lo hace el CIDI.

c. Observadores

La Asamblea General de la OEA, el CIDI, la CEPCIDI, las Conferencias Especializadas y las Agencias Especializadas tienen disposiciones para otorgar a las entidades gubernamentales y a otras organizaciones internacionales públicas el status de observadores a sus reuniones.  Los observadores generalmente tienen el derecho de asistir a las reuniones públicas y pueden solicitar al presidente correspondiente el uso de la palabra.  Ellos generalmente incluyen a gobiernos no Miembros que no son Observadores Permanentes, organizaciones internacionales públicas que tienen acuerdos de cooperación con la OEA o directamente con el órgano específico de la OEA que concede el status de Observador; agencias especializadas de las Naciones Unidas, y agencias regionales o sub-regionales interamericanas que no son órganos de la OEA y no son considerados órganos dentro del sistema interamericano.  Para conferir el status de observador a agencias gubernamentales interamericanas que no forman parte de la OEA y a gobiernos que no son miembros ni Observadores Permanentes para participar en la Asamblea General se requiere la autorización previa del Consejo Permanente
.
d. Invitados Especiales

Los reglamentos de los diversos órganos de la OEA involucrados en la elaboración de políticas normalmente proveen la posible participación en sus reuniones de universidades, ONGs y otras organizaciones del sector privado, incluyendo organizaciones de comercio, como Invitados Especiales.  El status de Invitado Especial usualmente depende de la aprobación previa del órgano responsable de servir como comité preparatorio y del país anfitrión de la reunión.  Una entidad que desee asistir a la reunión como “invitado especial” debe solicitar una invitación, usualmente del Secretario General
.
e. Organizaciones de la Sociedad Civil Acreditadas

En diciembre de 1999 se adoptaron las “Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en Actividades de la OEA”
, creando así un mecanismo nuevo para la participación del sector privado en las actividades de elaboración de políticas.  De acuerdo a esas directrices, las organizaciones de la sociedad civil (OSCs) incluyen las ONGs típicas, tales como las fundaciones, grupos de interés, y universidades, así como empresas privadas.
  

Las directrices autorizan al Consejo Permanente a acreditar a una OSC para participar en las reuniones de la OEA, excepto en las de la Asamblea General y en las de las Organizaciones Especializadas, que tienen sus propias reglas respecto de la participación.  Para convertirse en una OSC acreditada una organización debe presentar un formulario con información detallada de su estructura organizacional, status legal, objetivos, y membresía, el cual es revisado por el Consejo Permanente.
  Una vez acreditada, una OSC puede designar representantes para que participen como observadores en reuniones públicas del Consejo Permanente, del CIDI y sus órganos subsidiarios, y podrá asistir a reuniones a puerta cerrada cuando lo permitan los Estados Miembros.  Las directrices también permiten que las OSCs presenten documentación escrita a las reuniones, y el Secretario General está obligado a distribuirlas
.
En el CIDI y en el Consejo Permanente, las OSCs no participarán en deliberaciones, negociaciones, o decisiones adoptadas por los estados miembros; no obstante, en reuniones de expertos y reuniones de grupos que involucran su experiencia e interés especializado, ellas tienen derecho a recibir documentos de trabajo de antemano y al comienzo podrán presentar una declaración escrita para la consideración de los miembros. Las OSCs autorizadas se tratan como observadores en la mayoría de las otras reuniones y conferencias de la OEA
.  Entonces, las directrices para la participación de las OSCs proveen un procedimiento ordenado y efectivo por el cual las ONGs y otras entidades del sector privado están habilitadas para articular sus intereses en el proceso de elaboración de políticas.

f. Status de Miembro Asociado: CITEL, Puertos y Otras Comisiones Interamericanas

La CITEL y la Comisión Interamericana de Puertos (CIP) han establecido en sus reglas el estatus de “Miembro Asociado” para las ONGs y empresas que desean participar en sus actividades y en el proceso de formulación de políticas
.  Se espera que otros Comisiones Interamericanas que estimulan la participación y la cooperación intensiva del sector privado en sus actividades sectoriales eventualmente hagan lo mismo.

La participación activa de los miembros Asociados está generalmente limitada a los comités consultivos permanentes (CCP) de CITEL y de los Grupos Consultivos Técnicos de la CIP (GCT).  Estos son grupos de trabajo permanentes que recomiendan políticas en áreas técnicas especializadas. En CITEL, las recomendaciones de los CCPs van al Comité Ejecutivo de CITEL (COM/CITEL) y a su Asamblea para la decisión final. En la CIP, las recomendaciones del GCT son enviadas a su Comité Ejecutivo y al Comité en pleno para su eventual acción.  En CITEL, los Miembros Asociados pueden hasta convertirse en oficiales de los CCPs.  Su trabajo es crítico en las actividades de elaboración de políticas de esos grupos.

g. Relaciones de Cooperación a través de Acuerdos

La Carta autoriza específicamente a la Secretaría General, al CIDI y a otros órganos de la Organización, a establecer relaciones de cooperación con otras entidades, tales como las Naciones Unidas, otros órganos interamericanos e instituciones nacionales
.  Los estatutos de los diversos órganos adoptados por la Asamblea General, como CITEL y CICAD, contienen autorizaciones similares.

Las relaciones de cooperación con entidades que no pertenecen a la OEA están regidas por acuerdos entre la OEA y esas entidades.  La Resolución AG/RES. 57 (I-O/71) de la Asamblea General establece las disposiciones legales que rigen la autoridad para celebrar esos acuerdos, los procedimientos relevantes, y el contenido básico requerido.  Existen otras resoluciones de la Asamblea General que establecen requisitos adicionales para acuerdos cooperativos con entidades especiales, tales como las instituciones financieras internacionales y las instituciones nacionales de países que no son Estados Miembros ni Observadores Permanentes
.  

La Resolución AG/RES. 57 (I-O/71) clasifica a las instituciones socias en tres categorías: instituciones intergubernamentales y semioficiales, agencias del gobierno, y ONGs.  En la mayoría de los acuerdos de cooperación interviene la Secretaría General, actuando en nombre del órgano correspondiente o por derecho propio
.  La Resolución AG/RES. 57 requiere que todos esos acuerdos estén firmados por el Secretario General quien, conforme a la Carta, es el representante legal de la Secretaría General
. 

La Resolución AG/RES. 57 establece requisitos mínimos recomendables para todos los acuerdos para relaciones generales de cooperación.  Por ejemplo, las partes deberán acordar el intercambio de documentos de interés mutuo e invitar a cada una de las otras partes a sus reuniones, cuando sus reglas lo permitan.  Existen cientos de acuerdos generales cooperativos en vigencia que proveen una vía estructurada para la articulación de intereses dentro del proceso de formulación de cooperación técnica
.
4. Apoyo Técnico y Administrativo para el Proceso de Cooperación Técnica de Elaboración de Políticas

La Secretaría General, como el órgano central y permanente de la OEA, es responsable de proveer la mayor parte del apoyo técnico y administrativo a los estados miembros en el proceso de elaboración de políticas para la cooperación técnica.  El apoyo al CIDI y al Consejo Permanente, así como a sus órganos subsidiarios, es provisto por unidades especializadas y otras dependencias de la Secretaría de acuerdo con su experiencia.

Las dependencias de la Secretaría que proveen asistencia técnica a los órganos de la Organización que elaboran políticas, caen dentro de tres categorías: las Unidades y otras dependencias dedicadas a actividades en sectores específicos, la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, y las dependencias que proveen apoyo general legal y administrativo.

a. Oficinas de las Unidades Especializadas y la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos

Las dependencias de la Secretaría General que aparecen en el listado de la Tabla I que se incluye más abajo proveen propuestas e informaciones requeridas por los cuerpos políticos para asistirles en el proceso de elaboración de políticas.  Estas son además responsables de la mayor parte de la organización y coordinación institucional para organizar reuniones a nivel ministerial y reuniones de expertos en sus respectivos sectores.  Todas las dependencias son creadas bajo órdenes ejecutivas dictadas por el Secretario General, las cuales regulan su estructura, sus funciones y el alcance de sus actividades.  Todas se reportan regularmente al Consejo Permanente o al CIDI, y algunas a ambos
.
TABLA I: UNIDADES Y OTRAS DEPENDENCIAS QUE PROVEEN 
POLÍTICAS TÉCNICAS A SECTORES ESPECÍFICOS


Unidad/Dependencia



Orden Ejecutiva No.

1.
Unidad para la Promoción de la Democracia

90-3; 95-6

2.
Unidad de Comercio




95-5
3.
Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y su 
Secretaría Técnica para Mecanismos de 
Cooperación Legal



 
96-4; 02-08
4.
Unidad para el Desarrollo Social, 
Educación y Cultura



 
96-5; 97-3



5.
Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio 
Ambiente





96-6

6.
Unidad Intersectorial de Turismo


96-7

7.
Oficina de Ciencia y Tecnología


97-1

8.
Secretaría Ejecutiva de la CICAD


98-1

9.
Oficina del Comité Interamericano 
de Puertos 





01-5

10.
Secretaría de la CITEL



---

______________________________________________________________________
b. La Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral

La Carta reconoce a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) como la dependencia responsable de la ejecución y coordinación de proyectos aprobada por el CIDI.  Al adoptar los Estatutos de la AICD, la Asamblea General le asignó funciones de apoyo de políticas de la SEDI.  El artículo 11(8) del Estatuto de la AICD, por ejemplo, requiere que la SEDI preste “apoyo al CIDI y a la CEPCIDI para la formulación, actualización y evaluación del Plan Estratégico y los Programas Interamericanos”.
La SEDI, la cual fue creada cuando el Protocolo de Managua entró en vigencia el 31 de enero de 1996, es una dependencia de la Secretaría General responsable administrativamente ante el Secretario General.  El Secretario Ejecutivo para el Desarrollo Integral (quien además es el Director General de la AICD) es responsable de las operaciones diarias y la dirección de la SEDI. La SEDI es además la Secretaría de la AICD conforme a los artículos 5 y 11 del Estatuto de la AICD.

Desde sus inicios en 1996 la SEDI ha pasado por una serie de reorganizaciones
.  Hoy consiste de cinco dependencias: la Oficina del Secretario Ejecutivo/Director General; el Departamento de Desarrollo de Programas; el Departamento de Tecnología de Información para el Desarrollo Humano; el Departamento de Becas y Capacitación; y el Departamento de Políticas de Cooperación
.
Todos los Departamentos de la SEDI juegan un rol de apoyo en el proceso de elaboración de políticas de cooperación técnica.  El Departamento de Becas y Capacitación provee información al CIDI, al Consejo Permanente, y a la Junta Directiva de la AICD en el diseño y alcance del Programa Interamericano de Becas.  Además aconseja al CIDI y a los ministros de educación acerca de políticas educacionales, en coordinación con la Unidad para el Desarrollo Social, Educación y Desarrollo.  El Departamento de Desarrollo de Programas de la SEDI aconseja al CIDI y a la AICD acerca de las políticas y directrices de captación de fondos, así como nuevas iniciativas para la programación. El Departamento de Políticas de Cooperación sirve de mecanismo para coordinar información técnica en el proceso de política de las unidades especializadas y otras dependencias de la Secretaría General.  Este está también a cargo de la logística de la coordinación y conducción de las reuniones ministeriales sectoriales y de las reuniones de expertos.

c. Dependencias que Proveen Apoyo Administrativo y Legal

Ninguna discusión acerca del apoyo de la Secretaría para el proceso de elaboración de políticas en cooperación técnica estaría completa si no se mencionan a la Subsecretaría de Administración y al Departamento de Servicios Legales de la Oficina del Secretario General
.  Ambos sirven directamente a las entidades involucradas en el proceso de elaboración de políticas.

El Departamento de Servicios Legales (DSL) atiende las consultas legales de los órganos políticos y de otras dependencias de la Secretaría General para la formulación y aplicación de todas las normas y acuerdos de la Organización concernientes a la cooperación técnica y a las instituciones que deberán proveerla
.  El DSL además asiste a las delegaciones y a la Secretaría en la formulación, elaboración y modificación de esas normas y acuerdos legales. 

Conjuntamente con el Departamento de Políticas de Cooperación de la SEDI, la Subsecretaría de Administración provee a los elaboradores de políticas que lo solicitan la información estadística sobre recursos disponibles para cooperación técnica, informes financieros, y consejos en manejo de recursos.  El consejo y la información provistos por la Subsecretaría de Administración ayudan a los elaboradores de políticas a evaluar prioridades y nuevas iniciativas frente al escenario de recursos disponibles y las capacidades de administración financieras.

B. El Marco Legal e Instituciones para el Financiamiento del Programa y el Proyecto

Los recursos principales para financiar las actividades de cooperación técnica de la Organización son el Fondo Regular de la OEA, el Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano de Desarrollo Integral (FEMCIDI), y los Fondos Específicos
.  Todos los recursos administrados por la Secretaría General, incluyendo a la Secretaría de la AICD, están regidos por las disposiciones establecidas en los Capítulos IV a X de las Normas Generales Para el Funcionamiento de la Secretaría General de la OEA (Normas Generales).  Los Estatutos del FEMCIDI y del CIDI contienen normas adicionales que rigen al FEMCIDI y a los fondos especiales bajo el mandato y control de la AICD.  Los Fondos Específicos son adicionalmente regidos por estatutos adoptados por los órganos (por ejemplo, CIDI, CITEL, ICP, el Consejo Permanente) que los administran o por los acuerdos escritos estableciendo estos términos con los donantes.

En 2001, unos US$44,5,000,000, que constituyeron un 59% del Fondo Regular del Presupuesto, se asignaron al financiamiento de actividades de cooperación técnica.  Sin embargo, el porcentaje del dinero del Fondo Regular distribuido a la cooperación va declinando.  Se proyecta que para 2002 decaerá en un 50% del presupuesto de US$76,000,000; y que para 2003, decaerá en un 43% de esa misma cifra.  Los fondos del FEMCIDI para 2002 eran de sólo US$7,150,000
.  Los Fondos Específicos eran la fuente más significativa para captación de fondos para proyectos en 2001.  Estos alcanzaron la suma de US$59,800,000, la mayor parte dedicada a operaciones de cooperación técnica
.
1. El Fondo Regular

La mayor parte del Fondo Regular está financiada por contribuciones de cuotas anuales obligatorias, recibidas de los estados miembros.  Cada año la Asamblea General aprueba el Fondo Regular del Presupuesto, el cual establece el monto que cada estado miembro debe contribuir.  El artículo 55 de la Carta requiere que los estimados sean computados basados “en la capacidad de pagar de cada país y su determinación a contribuir de una manera equitativa”.  Para los US$76,000,000 del Fondo Regular del Presupuesto, el monto total de cuotas estimadas fue de $73,727,000
.
El saldo restante del Fondo Regular del Presupuesto es financiado por ingresos misceláneos y una contribución del FEMCIDI y los Fondos Especiales con los cuales se intenta financiar el costo de la supervisión técnica y el apoyo administrativo para los proyectos de cooperación financiados por FEMCIDI y por Fondos Especiales.  El artículo 79 de las Normas Generales especifica que el monto de la contribución al Fondo Regular del FEMCIDI será “de hasta el 15 por ciento y la base para su cálculo es el total del monto neto de los programas”.  Para los Fondos Específicos la contribución es lo que la Secretaría General negocia con los donantes; y donde no se negocia un monto, el interés generado por todos los fondos específicos, excepto aquéllos administrados por la AICD, se deposita en el Fondo Regular en lugar de una contribución de un porcentaje
.  El monto de ganancias de esas tarifas y el interés al Fondo Regular se estima en $1,000,000 para 2002
.  

Las entradas misceláneas incluyen intereses generados por el Fondo Regular, rentas de propiedades de la Secretaría General que son operadas por la misma, y servicios administrativos proporcionados al público en general
.  La Organización espera recibir $1,272,000 en entradas misceláneas durante 2002
.
Ningún desembolso del Fondo Regular podrá realizarse sin la autorización correspondiente de la Asamblea General en la Resolución anual del Programa-Presupuesto
.  La formulación del Presupuesto es un proceso complejo y prolongado, el cual incluye información de la Secretaría General y de los Órganos políticos interesados.  Las propuestas para el financiamiento de proyectos del Fondo Regular generalmente se originan con las Unidades, la SEDI, y otras dependencias de la Secretaría General responsable de cada Sector, y esas propuestas deben encontrarse dentro de las prioridades del Plan Estratégico aprobado por la Asamblea General, con la recomendación del CIDI, cada cuatro años.

2. FEMCIDI

El objetivo principal del FEMCIDI es financiar proyectos de cooperación técnica aprobados cada año por la Junta Directiva de la AICD.  De acuerdo al calendario de fechas de vencimiento establecido en el Artículo 17 del Estatuto del FEMCIDI, los proyectos para ser financiados por el FEMCIDI son propuestos por los Estados Miembros y evaluados por la SEDI y las CENPES antes de ser presentados a la Junta Directiva para la selección final y aprobación
.
El FEMCIDI está financiado por los Estados Miembros.  Las contribuciones son enteramente voluntarias, pero ningún país podrá participar en proyectos financiados por el FEMCIDI a menos que haya hecho y pagado su compromiso de contribución para el 30 de agosto del año antes de iniciar el proyecto.  Coloquialmente a esto se le llama la “Regla de Pagar para Participar”.  Las promesas de contribución se basan en montos sugeridos en los cuales se toma en cuenta la capacidad financiera de cada país de acuerdo al Artículo 32 de la Carta.  En lo relevante, se establece que “los Estados miembros contribuirán a la cooperación interamericana para el desarrollo integral de acuerdo con sus recursos y posibilidades, y de conformidad con sus leyes”.  Además de las contribuciones recibidas cada año de los Estados Miembros, el FEMCIDI también incluye asignaciones de años anteriores e intereses generados por el Fondo.

El FEMCIDI está estructurado en Cuentas Sectoriales, la Cuenta de Desarrollo Integral, y una Cuenta de Reserva. Existe una Cuenta Sectorial para cada una de las áreas de prioridad del Plan Estratégico.  El dinero depositado en la Cuenta Sectorial particular sólo podrá ser usado para financiar actividades en ese sector.  Las contribuciones depositadas en la Cuenta Intersectorial podrán ser usadas para cooperación técnica en cualquier sector.  Los estados miembros podrán asignar sus contribuciones a la Cuenta de Desarrollo Integral o a una o varias de las Cuentas Sectoriales de acuerdo a sus prioridades.  La cuenta de Reserva deberá constituirse con el 10% de las contribuciones anuales, y el treinta por ciento de ese monto deberá retenerse para “emergencias”
. 

El quince por ciento del monto programado para el FEMCIDI se transfiere cada año para ayudar a financiar el Fondo Regular y reembolsarlo por la supervisión técnica y apoyo administrativo provisto a la AICD.  Este gravamen de quince por ciento sólo podrá cobrarse una vez en cualquier monto programado, para que los fondos de programas que no se hayan usado y que sean reprogramados no sean incluidos para propósitos de computación de la contribución anual del quince por ciento. Actualmente, el gravamen del quince por ciento se le devuelve a la AICD como parte de la contribución del Fondo Regular para Operaciones y en los salarios y otros gastos de oficina que el Fondo Regular distribuye a la Agencia.  En 2002 el monto programado por el FEMCIDI fue de aproximadamente US$7,150,000, resultando así el gravamen del 15% con alrededor de $1,000,000.  Durante ese mismo año, sin embargo, la asignación del Fondo Regular al fondo de la AICD para financiar a su personal y gastos de oficina (excluyendo sumas asignadas para becas administradas por la Agencia) fue de aproximadamente US$3,900,000.

3. Fondos Específicos

El Artículo 73 de las Normas Generales describe los Fondos Específicos como:

“Fondos específicos constituidos por contribuciones especiales – incluyendo las recibidas sin fines ni limitaciones de los donantes – que provengan de los Estados Miembros, los Estados Observadores Permanentes ante la Organización y otros estados miembros de las Naciones Unidas, así como de personas o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, destinadas a realizar o reforzar actividades o programas de cooperación . . . según acuerdos o contratos celebrados por la Secretaría General . . . .”
Los Artículos 3 y 4 del estatuto del FEMCIDI exhortan más específicamente a los estados miembros y a los observadores a contribuir a los fondos específicos para el financiamiento de actividades de cooperación solidaria para el desarrollo, y el Artículo 24 de ese estatuto enfatiza que dichos fondos deberían estar establecidos “en el marco del Plan Estratégico”
.  La suma de fondos específicos administrada por la Secretaría General en 2001 fue de aproximadamente US$60,000,000
.  El Informe de Auditoría de la Junta de Auditores de la Organización para el año fiscal 2001 revela que hubo aproximadamente 490 Fondos Específicos administrados por la Secretaría General de la OEA (incluyendo a la AICD) durante ese año
. 

Los Fondos Específicos típicamente se establecen por los donantes o grupos de donantes para financiar actividades específicas
.  Estos fondos usualmente son creados siguiendo un acuerdo entre los donantes y la Secretaría General para la administración de un proyecto particular requerido por el donante, o para un proyecto propuesto por la Secretaría General el cual un donante ha acordado financiar.  Los términos para la administración de esos fondos son incluidos directamente o por referencia en el acuerdo con el donante.  En ausencia de dichos términos en el acuerdo de proyecto, los fondos están regidos por las provisiones de las Normas Generales respecto de los Fondos Específicos y administración general de fondos.

En adición a esos fondos específicos establecidos bajo acuerdos con donantes, existen además una cantidad de fondos específicos los cuales han sido establecidos a través de una resolución de uno o más de los órganos políticos involucrados en la cooperación técnica.  Estos incluyen, por ejemplo, el Fondo de Formación de Capital de la AICD, creado por la Asamblea General bajo el Artículo 14 del Estatuto de la AICD; el Fondo Capital para las Becas y Programas de Capacitación de la OEA, establecido por la Asamblea General en la Resolución AG/RES. 1460 (XXVII-O/97)
; el Fondo AICD para Operaciones, creado bajo el Estatuto de la AICD
, el Fondo Cascos Blancos, establecido por la Asamblea General bajo la Resolución AG/Res 1463 (XXVII-O/97)
; los Fondos Especiales de CITEL para los CCPs I y II, establecidos bajo el Artículo 87 del Reglamento de CITEL y el Artículo 29 de su Estatuto; el Fondo Específico del Programa de Puertos de la CIP, establecido bajo el Artículo 84(2) de su estatuto.

4. Otros Recursos

No todo el apoyo financiero de los proyectos de cooperación técnica de la Organización se refleja en las cuentas del Fondo Regular, del FEMCIDI y de los Fondos Específicos.  Frecuentemente, socios de la cooperación, incluyendo a las agencias contrapartes en los estados miembros, contribuyen con su valioso apoyo en especie, al proveer oficinas y otras instalaciones, instrumentos, maquinarias y equipos, expertos, transporte, comunicaciones, apoyo administrativo, y seguridad para operaciones de proyectos sin costo para la Organización.  Esas contribuciones tienen un costo real sustancial para los donantes y a la Organización le costaría millones el duplicarlas. Sin ese apoyo en especie, muchos proyectos serían simplemente imposibles de realizar o tendrían que ser llevados a cabo a una escala mucho menor.

Durante 2000 y 2001 la AICD celebró varios acuerdos con instituciones financieras de los sectores privado y público para líneas de crédito reembolsables y bajo facilidades de pago para financiamiento de proyecto.  A pesar de que ningún Estado miembro ha aprovechado esas facilidades, estas se mantienen como un mecanismo alternativo para financiamiento de proyectos.

C. El Marco Legal Para la Aprobación de Proyectos

Todos los proyectos promovidos por la Organización en las áreas técnica y cooperativa deben estar enmarcados dentro de los parámetros de la Carta de la OEA, particularmente aquéllos que tienen que ver con el desarrollo integral en el Capítulo VII – Artículos 30 a 52.  En la práctica sería difícil concebir un proyecto de cooperación técnica serio que no cumpla con ese requerimiento.  El Capítulo VII de la Carta establece una base legal para el apoyo de la más amplia gama imaginable de proyectos en las áreas de desarrollo social, económico, político (siempre y cuando sea democracia), cultural y científico.  Como regla general, todos los proyectos deberían también enmarcarse dentro del Plan Estratégico de la OEA para Cooperación Solidaria para el Desarrollo y otras resoluciones de la Asamblea General respecto de la cooperación técnica.

Los procedimientos que se usan para obtener la aprobación de los proyectos dependen de la fuente de financiamiento que se vaya a usar.  El financiamiento del Fondo Regular y del FEMCIDI requiere de una toma de decisión multilateral y la intervención de cuerpos políticos.  La Secretaría se encuentra en libertad relativa para seleccionar proyectos para financiamiento mediante el Fondo Específico sin una intervención significativa de los cuerpos políticos, siempre y cuando que los proyectos seleccionados se enmarquen dentro de los parámetros de la Carta, el Plan Estratégico y otras Resoluciones de la Asamblea General.

1. Distribución de los Recursos del Fondo Regular a las Actividades de Cooperación Técnica

En cuanto a cooperación técnica, el Fondo Regular se usa principalmente para financiar becas; para financiar recursos de personal y gastos de oficina usados para promover y desarrollar proyectos que serán eventualmente financiados por otras fuentes; y para financiar reuniones de capacitación, supervisión de proyecto, y desarrollo de proyecto.  El número de proyectos que son financiados en su totalidad por el Fondo Regular no es significativo; excepto en lo que se refiere a las reuniones.  Sin embargo, sin el personal y costos administrativos aportados por el Fondo Regular, no habría fondos específicos para financiar proyectos, y habría pocos proyectos.  Entonces, el apoyo provisto por el personal que es financiado por el fondo regular y otros recursos provistos por el Fondo Regular son críticos para la generación y financiamiento de los proyectos de cooperación técnica de la Organización.

La asignación de recursos del Fondo Regular a actividades relacionadas con la cooperación técnica es parte del Proceso Presupuestario regular de la OEA.  Para el financiamiento del Fondo Regular, de la AICD y del CIDI, el proceso de preparación del presupuesto comienza con proyectos preparados por la SEDI para la aprobación de la Junta Directiva y aprobación final de la CEPCIDI.  La CEPCIDI entonces le pasa el presupuesto al Secretario General para que lo incluya en su proyecto de Programa-Presupuesto de la Organización, el cual él deberá presentar a la Comisión Preparatoria de la Asamblea General conforme a su autoridad y responsabilidad bajo el Artículo 112(c) de la Carta
.  Asimismo, las unidades y otras dependencias de la Secretaría y órganos involucrados en cooperación técnica presentan propuestas para sus respectivos programas sectoriales a la Secretaría General para su inclusión en su propuesta de Programa de Presupuesto.  Al recibir la propuesta del Secretario General en marzo, la Comisión Preparatoria de la Asamblea General la transmite a su Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios.  La Subcomisión evalúa el presupuesto y puede requerir que las unidades, órganos y dependencias interesados, defiendan sus propuestas de asignación de partidas en sus reuniones públicas.  Basándose en estas deliberaciones, la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios podrá modificar la propuesta del Secretario General y enviarla de vuelta a la Comisión Preparatoria para su aprobación y transmisión a la Asamblea General para su aprobación final
.
Como los recursos para el apoyo del Fondo Regular son limitados, existe una competencia importante para obtener recursos entre las unidades, la SEDI y otras dependencias de la Organización con la tarea de promover programas sectoriales. Quién obtiene qué en el proceso dependerá de varios factores: la asignación que se le dio anteriormente al sector; los nuevos mandatos para fortalecer los programas en el sector como lo establecen otras Resoluciones de la Asamblea General, el Plan Estratégico, o el Plan de Acción de las Cumbres de los Jefes de Estado y de Gobierno; y los logros alcanzados por la Unidad o la dependencia que representa al Sector.  Para mejorar su posición en la competencia por el financiamiento del Fondo Regular, cada unidad debe mantener un diálogo constante con las delegaciones para asegurarles que sus programas están adecuadamente ajustados, de manera de generar el nivel requerido de apoyo político de los estados miembros.  Las unidades trabajarán junto con las delegaciones interesadas para proveer información técnica y preparar proyectos de resoluciones para fortalecer sus mandatos políticos frente a otros sectores y unidades con el fin de obtener una mayor prioridad en el proceso de distribución de fondos.

Luego de efectuada la asignación de recursos en el Programa Presupuesto a los programas administrados por las Unidades, otras dependencias, y órganos, la decisión respecto de cómo distribuir esos recursos entre proyectos específicos dentro de los programas corresponde a la dependencia responsable.  No obstante, existe otra oportunidad para la participación política a este nivel de distribución de recursos.  La mayoría de las unidades y dependencias que reciben dinero del Fondo Regular para programas de cooperación técnica deben presentar un plan de acción anual al Consejo Permanente sobre los gastos de dichos fondos e informes trimestrales de progreso.  Es al revisar esos planes e informes de cada unidad que el Consejo Permanente podrá aprovechar la oportunidad para sugerir que ciertos montos sean reasignados dentro del mismo programa o de la Unidad.

En cuanto a las reuniones y seminarios financiados por el Fondo Regular, la Sección 10K del Programa-Presupuesto provee una asignación específica para el CIDI y sus Comités Interamericanos.  La CEPCIDI, con bases en las recomendaciones de su Subcomité de Programa, Presupuesto y Evaluación
, decidirá cuál de los Comités Interamericanos recibirá el beneficio de financiamiento del Fondo Regular para sus reuniones en el año de que se trate.  Existe también una asignación bajo la Sección 10W para financiar a las Conferencias de la OEA para la cual no existe asignación específica en el Programa de Presupuesto.  Durante el curso del año, los proponentes de esas conferencias deben competir ante la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) del Consejo Permanente para una asignación de fondos disponibles bajo la Sección 10W.  Una vez que se toma la decisión de financiar una reunión con el Fondo Regular, los recursos se distribuyen de acuerdo con una formula rígida que se basa en el costo diario promedio de conducir reuniones en la Sede de la Secretaría General.

2. Distribución de Recursos del FEMCIDI para Actividades de Cooperación Técnica

El Artículo 10 del Estatuto del FEMCIDI dispone que los recursos del FEMCIDI serán usados para financiar: (a) reuniones técnicas, seminarios y talleres para el diálogo interamericano y la cooperación solidaria para el desarrollo; (b) actividades de cooperación solidaria para el desarrollo bajo el Plan Estratégico; (c) la contribución del 15% para la supervisión técnica y apoyo al Fondo Regular; y (d) asignaciones especiales aprobadas por la CEPCIDI para responder a circunstancias no previstas. Los fondos no deberán ser usados para financiar al personal de carrera de la Organización
. Además, el financiamiento distribuido a cualquier sector será limitado por el monto en la cuenta sectorial correspondiente en el FEMCIDI, excepto en casos en los que el financiamiento esté disponible en la Cuenta de Desarrollo Integral. 
El proceso de aprobación de proyectos para recursos del FEMCIDI se explica en detalle en los Artículos 15 y 17 del Estatuto del FEMCIDI
.  El ciclo de programación para la ejecución de proyectos comienza el 15 de abril con la presentación de los conceptos para los proyectos a ser ejecutados el año siguiente.  Sólo los estados miembros de la OEA pueden presentar propuestas de proyectos para la consideración de su financiamiento, y sólo aquellos estados miembros que hayan pagado sus promesas de contribución para el 30 de agosto del año del ciclo del programa son elegibles para recibir financiamiento de proyecto.  Entre el 16 de junio y el 30 de agosto, la SEDI está disponible para consultar y ayudar a los Estados Miembros para mejorar sus propuestas de acuerdo con las mejores prácticas.  Las propuestas finales deben presentarse a más tardar el 30 de agosto.  Entre esa fecha y el 15 de octubre las Comisiones Especializadas No Permanentes (CENPES) se reúnen para evaluar los méritos técnicos de las propuestas y hacer recomendaciones de financiamientos a la Junta Directiva.  Copias de las recomendaciones de las CENPES se envían a todos los Estados Miembros.  A más tardar el 15 de noviembre los nueve miembros de la Junta Directiva se reúnen y aprueban el financiamiento de proyectos para el año fiscal entrante basándose en las recomendaciones de las CENPES.

En 2001, la AICD recibió 103 propuestas de proyectos para ser ejecutados en 2002 con un valor combinado de $12,675,762.  Las CENPES recomendaron financiamiento para 89 de los proyectos presentados, por un monto total de $7,147,849. De los 89 proyectos aprobados, 48 eran multinacionales y 41 eran nacionales.  La educación fue el sector más financiado con 22 proyectos por un valor combinado de $1,961,412.  Ciencia y Tecnología le siguió de cerca con 21 proyectos por el monto de $1,656,841.  Luego siguió Desarrollo Social con 20 proyectos por $1,250,301.  El sector menos financiado fue el de Cultura, con sólo 2 proyectos por el monto de $103,000
.  A pesar de que los montos otorgados a algunos proyectos ascendían hasta $250,000, había muchos proyectos por menos de $50,000 otorgados y el promedio de proyecto fue de $80,313.

En términos de distribución geográfica de proyectos financiados, el Caribe y Centroamérica
 recibieron más de 54% del financiamiento.  El Caribe recibió 30 proyectos por el monto de $1,989.526; Centroamérica recibió 21 proyectos por el monto de $1,932,344
.
3. Asignación de Fondos Específicos a Actividades de Cooperación Técnica

La asignación de fondos específicos a los proyectos es el más simple de los procedimientos financieros.  En la mayoría de los casos, el fondo específico ha sido creado con el único propósito de financiar un proyecto requerido por un donante.  El monto del financiamiento es establecido en el acuerdo del proyecto, conjuntamente con otros términos financieros y condiciones acordadas por la Secretaría General, a través de la unidad correspondiente u otra dependencia, y el donante.  Así, la unidad responsable u otra dependencia y el donante, toman la decisión respecto de la distribución del financiamiento.  En casi todos los casos, no existe implicación por parte de los órganos políticos.
  El único requisito es que la actividad financiada se enmarque dentro de los objetivos establecidos en los Artículos 30 a 54 de la Carta y en el Plan Estratégico o en otra resolución programática vigente de la Asamblea General. 

No obstante, no todos los fondos específicos son establecidos a requerimiento de un donante o a la conclusión de un acuerdo de proyecto específico entre la Secretaría y el donante.  Algunas unidades han establecido sus propios fondos para captar recursos para programas futuros.  Se pueden citar como ejemplos al Fondo Especial de la UPD para el Fortalecimiento de la Democracia y su Fondo Especial para Capacitación Cívica; el Fondo Especial para la Venta de Discos de la Unidad de Desarrollo Social, Educación y Cultura; los Fondos Especiales de CICAD para Lavado de Dinero y Desarrollo Judicial; y el fondo de la SEDI para programas Suplementarios de Cooperación Técnica. En esos casos, la unidad que estableció el fondo podrá tomar por sí la decisión acerca de la distribución de los recursos en ese fondo.  En otros casos, la decisión podrá ser tomada bilateralmente o multilateralmente con los donantes quienes posteriormente contribuyen al fondo de acuerdo con los términos acordados con la Secretaría General.

Finalmente, existen aquellos Fondos Específicos que han sido establecidos por órganos de la Organización con el propósito de recaudar fondos para sus actividades.  Ejemplos de estos son los Fondos Especiales de CITEL para sus CCPs; el Fondo Cascos Blancos del Consejo Permanente; el Fondo Capital para Programas de Becas y Capacitación del CIDI; y el Fondo Específico del Programa de Puertos de la CIP.  Usualmente, las reglas para la distribución de recursos de esos fondos están contenidas en los estatutos vigentes adoptados por el órgano responsable. Dependiendo del estatuto del Fondo, esas reglas pueden requerir ya sea una decisión del órgano responsable, una decisión del comité del órgano responsable o un oficial del órgano, y/o una decisión de los donantes del fondo.  El estatuto respectivo deberá consultarse en cada caso.

D. El Marco Legal para la Ejecución de Proyectos

1. Necesidad de Acuerdos de Proyectos Específicos 

Un proyecto es una serie de actividades dirigidas a lograr un producto de trabajo tangible u otros resultados.  La ejecución de proyecto es la actividad que implica la coordinación ordenada de personas, dinero y otros recursos para lograr ese producto de trabajo u otros resultados.

En la OEA no todos los proyectos son lo mismo.  No obstante, todos implican, como mínimo, un donante que provee los recursos; una agencia ejecutora que garantiza la coordinación de proyecto, administración, y supervisión, y un beneficiario – usualmente el gobierno del estado miembro donde el proyecto ha de ejecutarse o una dependencia del gobierno u otra entidad designada por ese gobierno.

Con mayor frecuencia en los proyectos financiados por fondos específicos, el donante, la agencia ejecutora y el beneficiario, son partes diferentes.  El modelo típico para esos proyectos es aquel en que el donante le solicita a una Unidad o a la Secretaría General ejecutar un proyecto para beneficio de un país en particular.  Otro modelo es aquel en que el donante y la agencia ejecutora son uno mismo.  Un ejemplo sería cuando la UPD ejecuta un proyecto financiado con dinero del Fondo Regular y con su propio personal o contratistas para uno de los Estados Miembros de la OEA.  Otro modelo más, ejemplificado por el proyecto típico del FEMCIDI, es cuando la agencia ejecutora y el beneficiario son esencialmente el mismo.  Un ejemplo sería cuando el FEMCIDI, a través de la SEDI, otorga financiamiento para un proyecto de turismo en un país en particular para ser ejecutado por el Ministerio de Turismo de ese país o por un agente del Ministerio.

Sin importar el modelo, todos los proyectos requieren de la ejecución de Acuerdos de proyectos entre la agencia ejecutora y el donante y entre la agencia ejecutora y el beneficiario.  Los acuerdos describen el proyecto y el producto del trabajo o los resultados esperados.  Cuando la agencia ejecutora y el donante son la misma parte, o como en el caso de los proyectos del FEMCIDI, cuando la agencia ejecutora y el país recipiente son virtualmente uno, sólo un acuerdo sería necesario.

En esos casos donde una dependencia de la Secretaría General de la OEA, como la UPD, SEDE, USDE o la Secretaría de la CICAD, es la agencia ejecutora, frecuentemente habrá una necesidad de acuerdos adicionales con vendedores y contratistas independientes de bienes y servicios necesarios para la implementación de proyectos.  Esos contratos estarán sujetos a las mismas normas y reglamentos usados por la Secretaría en la conducción de todos sus negocios.  Cuando la agencia ejecutora no es una dependencia de la Secretaría General, esas normas y reglamentos son irrelevantes e inaplicables a menos que la agencia consienta en estar regida por ellos como parte del acuerdo de proyecto.

2. Forma y Contenido del Acuerdo de Proyecto

Pocos acuerdos de proyectos son idénticos.  No obstante, todos contienen disposiciones básicas las cuales identifican a las partes; describen los objetivos y el propósito del proyecto; describe lo que se entrega (producto del trabajo y resultados); establecen los procedimientos e itinerarios para el recibo y desembolso de fondos u otros recursos; establecen requerimientos de informes, establecen responsabilidades operacionales, proveen la coordinación, supervisión, administración y revisión de auditoría; identifican a oficiales autorizados para recibir y enviar notificaciones entre las partes; establecen los términos en que el acuerdo debe permanecer en vigencia y los procedimientos para enmendar los términos; establecen procedimientos para la resolución de disputas – usualmente discusiones entre las partes, las cuales si no tienen éxito, son seguidas de arbitraje vinculante para las partes a través de una autoridad respetada mutuamente; reconocen los privilegios e inmunidades de la Secretaría General y su personal, y de la otra parte, cuando los tiene; prevén la terminación con o sin causa, incluyendo los derechos y obligaciones de las partes para la notificación y devolución de recursos, cuando sea apropiado; y establecen derechos y obligaciones adicionales de las partes.

La preparación de esos acuerdos consume tiempo y dinero.  Esto implica negociaciones tanto entre el personal técnico como entre los abogados de las partes.  Los esfuerzos encaminados a reducir tiempo y costos involucrados, a través del uso de acuerdos-formularios, han sido alcanzados con un éxito limitado.  El esfuerzo más exitoso en ese aspecto ha sido el de los acuerdos usados para los proyectos del FEMCIDI.  En su papel de agencia donante, la Secretaría General está en la plena posición de insistir que la agencia ejecutora nombrada por el país recipiente acepte los términos del acuerdo-formulario del FEMCIDI como condición para recibir financiamiento del FEMCIDI.  La AICD, con la ayuda de sus abogados, también ha intentado promover el uso de acuerdos-formularios para sus acuerdos generales con instituciones financieras, para otorgar financiamientos reembolsables de proyectos a estados miembros y para establecer acuerdos generales de cooperación con instituciones bajo sus programas de mejores prácticas; no obstante, esos esfuerzos no han sido tan exitosos.  La mayoría de las contrapartes prefieren un formato más ajustado a sus necesidades, y al final, si la sustancia del acuerdo es satisfactoria, el formato no debería constituir un obstáculo para un acuerdo.

La insistencia respecto de la forma, es un lujo disponible sólo para los donantes.  Por ello, en aquellos proyectos en los que la SG/OEA es la única fuente de financiamiento de proyecto, ésta puede insistir en que se usen sus formularios y cláusulas de normas; sin embargo, en sus acuerdos con otros donantes para financiamiento total o parcial, debe mostrar más flexibilidad.  En efecto, muchos donantes multilaterales, incluyendo al Banco Mundial y el BID, insisten en usar sus propios formularios.  Como regla general, la Secretaría General no rechazará una contribución simplemente porque está en la forma de un acuerdo-formulario estándar del donante, mientras los privilegios e inmunidades de la Secretaría y de su personal no se vean comprometidos y las condiciones para presentar informes y otras sean justas, razonables y compatibles con las capacidades y requerimientos de la SG/OEA para auditar y presentar informes.

3. Firma de Acuerdos por el Secretario General

Casi todos los acuerdos de proyectos que implican recursos de la OEA o recursos de otros donantes encomendados a la OEA para ejecución de proyecto son firmados por el Secretario General, en nombre de la Secretaría General de la OEA como la parte contratante, o por un miembro de alto nivel del personal u otro representante idóneo designado por el Secretario General.  Varias son las razones para ello.  Primero, bajo los acuerdos de privilegios e inmunidades con los Estados Miembros, la Secretaría General es el órgano de la OEA con capacidad jurídica para contratar
.  Segundo, bajo la Carta, el Secretario General es el representante legal de la Secretaría General, no de la OEA completa.  Tercero, como el Secretario General no representa a toda la OEA, un acuerdo de ejecución de proyecto acordado en nombre de la OEA requeriría la aprobación del único órgano que le representa, la Asamblea General de la OEA.

Teniendo en mente que la aprobación obligatoria por parte de la Asamblea General de todos los acuerdos cooperativos para fondos presentaría retrasos no deseados y complicaciones en el proceso, la Asamblea General, a través de su Resolución AG/RES. 57 y del Artículo 3(h) de las Normas Generales, ha autorizado al Secretario General a que, en nombre de la Secretaría General, pueda firmar acuerdos generales de cooperación y de proyectos específicos con los estados miembros, agencias nacionales, otras organizaciones internacionales y entidades del sector privado, sin la aprobación de la Asamblea
.  Específicamente, el Artículo 24 del “Borrador de las Normas Sobre Relaciones de Cooperación Entre la Organización de los Estados Americanos y la Organización de las Naciones Unidas, los Organismos Especializados Vinculados a ésta y Otros Organismos Nacionales e Internacionales aprobado por la AG/RES. 57 (I-O/71) (Normas de Cooperación AG/RES. 57), establece que:

El Secretario General podrá iniciar conversaciones o negociaciones con los organismos a que se refiere el Artículo 118, inciso (h) de la Carta, interesados en establecer relaciones de cooperación con la Secretaría General, y concertar, por propia iniciativa, acuerdos a ese efecto, cuando al hacerlo no obligue a ningún otro órgano de la Organización sin el consentimiento de éste o a la Organización en su totalidad y cuando tales relaciones tiendan a la coordinación de actividades administrativas y a evitar la duplicación de esfuerzos y gastos.

(Subrayado del autor).

En el caso de proyectos administrados por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral de la AICD (SEDI), el Secretario General ha delegado la autoridad para firmar al Director General de la AICD.  El Secretario General rutinariamente le delega la autoridad para firmar acuerdos de proyectos, para cada caso en particular, a los directores de las unidades y otras dependencias de la Organización que patrocinan, supervisan y ejecutan actividades de cooperación, tales como la UPD; la USDE; la Unidad Intersectorial de Turismo; la Unidad para Desarrollo Social, Educación y Cultura; la Secretaría de CITEL; y CICAD.

4. Requerimientos Impuestos por los Acuerdos de Privilegios e Inmunidades, Acuerdos de Cooperación General, y Reglamentos de la Secretaría General

Los acuerdos de proyectos no se negocian, firman ni ejecutan en un vacío legal.  Más bien, existen otros acuerdos y normas y reglamentos que generalmente son aplicables.  Estos incluyen los acuerdos de privilegios e inmunidades con los países en los cuales el proyecto se ejecuta; cualquier acuerdo de cooperación general entre las partes del acuerdo; las Normas Generales de la OEA; y otras reglas de contratación, adquisición y presupuesto de la Secretaría General.
a. Acuerdos de Privilegios e Inmunidades

La cooperación técnica bajo los auspicios de la Secretaría General de la OEA se beneficia de los acuerdos de privilegios e inmunidades concluidos entre la Secretaría General de la OEA y cada uno de los Estados miembros
.  Trece Estados miembros son signatarios de la convención general de privilegios e inmunidades de la Organización, la cual fue abierta a la firma en 1951.  Todos los países no signatarios del Acuerdo han firmado acuerdos bilaterales con la Secretaría General o con la Organización. Los acuerdos bilaterales establecen generalmente, como mínimo, los privilegios e inmunidades básicos establecidos en la convención multilateral
.  Ellos incluyen el reconocimiento de la personalidad jurídica de la Secretaría General para contratar e inmunidad de proceso legal e impositiva; inviolabilidad de las oficinas de la Secretaría; inmunidad de sus bienes para que no puedan ser confiscados; y salida y entrada expedita de los bienes y personal, libre de gravámenes.  Derechos especiales acerca del acceso a comunicaciones y facilidades para el manejo de dinero también son acordados bajo esos Acuerdos.  Los acuerdos también proveen a los miembros del personal de la OEA acreditados en el país inmunidad de proceso legal respecto de sus deberes oficiales, inmunidad de allanamiento y embargo de su producto de trabajo oficial, exención de servicio militar, exención de impuestos de sus ingresos recibidos de la SG/OEA, y el derecho a entrar y salir del país con bienes personales (por ejemplo automóviles, refrigeradores, computadoras) libres de impuestos de entrada y salida
. 

Los acuerdos de privilegios e inmunidades facilitan la ejecución de proyectos de cooperación, particularmente aquéllos que requieren de la participación del personal de la Secretaría General y la importación de bienes y equipos a los países beneficiados.  Ellos dan a la Secretaría General una ventaja comparativa importante sobre las ONGs y otras entidades competitivas que operan sin esos privilegios, y usualmente proveen a esos competidores un incentivo para cooperar solidariamente con la Secretaría General en el área de cooperación técnica.  Todos los acuerdos de ejecución de proyectos contienen cláusulas que reafirman esos privilegios e inmunidades.

b. Acuerdos Generales de Cooperación

Muchos acuerdos de proyectos individuales tienen la forma de sub-acuerdos, memorandos de entendimientos, intercambios de cartas, o “arreglos administrativos” regidos por un acuerdo de cooperación más general firmado entre el donante y la SG/OEA o, según sea el caso, la SG/OEA y la agencia o país beneficiarios.  Existen, por ejemplo, acuerdos generales con el BID, con las Naciones Unidas, y con las agencias de cooperación de varios estados miembros y países Observadores Permanentes, así como con otras organizaciones internacionales públicas.

Los requerimientos para los acuerdos de cooperación general con organizaciones multilaterales, agencias gubernamentales de países miembros y no miembros, y entidades no gubernamentales (ONGs, miembros de sociedad civil, y entidades comerciales) están establecidos en la Resolución AG/RES. 57.  Además de las disposiciones generales que requieren el intercambio de documentos de interés mutuo, la presentación mutua de informes anuales, y la asistencia a las reuniones de cada uno, esos acuerdos de cooperación general contienen usualmente un compromiso para cooperar en los proyectos de desarrollo de interés y experiencia mutuos, cuyos detalles se dejan para ser incluidos en acuerdos de proyectos posteriores.  Ellos también contienen disposiciones generales para la resolución de disputas, terminación y enmiendas.  Cada acuerdo es diferente.  Los acuerdos generales de cooperación con donantes tienden a ser más detallados que los otros.  Estos frecuentemente contienen requerimientos de informes y procedimientos más detallados para la terminación de proyectos y resolución de disputas a través de un proceso arbitral.  Esas disposiciones más detalladas a menudo se incorporan por vía de referencia a los acuerdos de proyectos específicos que siguen, obviando así la necesidad de disposiciones detalladas y reiterativas en los acuerdos de proyectos.

c. Normas Generales Para el Funcionamiento de la Secretaría General de la OEA y otros Reglamentos

Las “Normas Generales Para el Funcionamiento de la Secretaría General” (Normas Generales) son un código legal adoptado por la Asamblea General, el cual regula la administración de todas las actividades de la Secretaría General, sin perjuicio de la fuente de financiamiento.  Como otros reglamentos de la Secretaría General que rigen la ejecución y supervisión de proyectos, las Normas Generales pueden percibirse por algunos como creadoras de obstáculos y requerimientos difíciles.  No obstante, para los donantes y los países miembros, ellas proveen la tranquilidad y la seguridad de que los recursos de cooperación técnica asignados a la Secretaría General de la OEA serán administrados conforme con ciertas normas uniformes con controles financieros sólidos.

Las Normas Generales y otros reglamentos adoptados por la Secretaría General para facilitar su aplicación, cubren asuntos directamente pertinentes a la ejecución y supervisión efectiva de proyectos – contabilidad, adquisición de bienes y servicios humanos, supervisión fiscal y auditoría.

(iv) Contabilidad

Todos los proyectos financiados por la SG/OEA o con fondos de la SG/OEA están sujetos a los requerimientos de contabilidad establecidos en los Artículos 110 a 112 de las Normas Generales, junto con las Normas Presupuestarias y Financieras y el Manual de Presupuesto y Financiero para las Oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros
.  Siguiendo el Artículo 110 de las Normas Generales, la Secretaría General ha establecido y mantiene un moderno sistema de contabilidad en una plataforma de ORACLE basado en “principios de contabilidad generalmente aceptados”.  Los archivos de todas las transacciones financieras se hacen y retienen de acuerdo con prácticas comerciales generalmente aceptadas y de acuerdo a un calendario de retención de archivos públicos
.
(v) Supervisión Fiscal y Auditoría

Las Normas Generales asignan al Consejo Permanente, a través de su Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP), la supervisión fiscal de las transacciones financieras y las actividades de administración de proyectos de la Organización
.  No obstante, para proyectos financiados y administrados a través de la AICD, la CEPCIDI, a través de su Subcomisión e Programas, Presupuesto y Evaluación y la Junta Directiva de la AICD
, realiza una función de supervisión fiscal.  Para asistir al Consejo Permanente y a la CEPCIDI en sus funciones financieras, las Normas Generales proveen la auditoría por parte del Inspector General de la Organización, quien es responsable ante el Consejo Permanente y la Secretaría General de las actividades de auditoría interna de la Organización.  Las Normas Generales establecen también a la Junta de Auditores Externos, la cual es responsable ante los Consejos y la Asamblea General
.  La Junta de Auditores Externos, nombrada por la Asamblea General, tiene acceso sin restricción a todos los archivos financieros y administrativos, y es asistida por una firma auditora de reconocimiento internacional para la realización de su trabajo, la que es contratada a través de procesos competitivos de propuestas
.  

El sistema de auditoría y control funciona de principio a fin por medio de informes obligatorios anuales y trimestrales de la Secretaría General al Consejo Permanente, y a la CEPCIDI, según sea el caso, así como los informes trimestrales y anuales del Inspector General al Consejo Permanente y la auditoría general conducida por la Junta de Auditores Externos.  Las Normas Generales y otras resoluciones de la Asamblea General expresamente requieren estos informes.  Investigaciones específicas conducidas por el Inspector General y el Subsecretario de Administración suplementan y fortalecen el control fiscal y el mecanismo de auditoría para los proyectos de cooperación técnica de la Organización.

(vi) Adquisición de Bienes y Servicios
La mayoría de los proyectos de cooperación requieren de la compra de bienes y servicios por parte de la agencia ejecutora.  Para aquellos proyectos en los cuales la SG/OEA o la AICD sirven de agencia ejecutora, se aplica el Reglamento de Contratos de Adquisiciones de la Secretaría General.  Para asegurar que la Secretaría no pague de más por los bienes y servicios no personales que compra con sus propios recursos y contribuciones de donantes, el Reglamento de Contratos de Adquisiciones requiere que la Secretaría General use métodos competitivos para la mayoría de las compras por un monto de más de mil dólares.  La formalidad de los métodos que deben ser usados aumenta dependiendo de la suma de la transacción.  El proceso para las adquisiciones más pequeñas de menos de $3,000 podrá proceder solicitando estimados por teléfono a tres licitantes.  Las compras de más de $100,000 son supervisadas por un Comité de Contratación, requieren de la publicación de una Solicitud Formal de Propuesta con especificaciones detalladas, e implican las conferencias de uno o más licitantes.  Los requerimientos de propuestas entre $3,000 y $99,999 son menos onerosos, pero no obstante, requieren de propuestas por escrito de los licitantes interesados
.
(vii) Contratación de Recursos Humanos

En adición a la adquisición de equipo, herramientas y servicios que no son de personal, los proyectos usualmente requieren de la contratación y despliegue de personal – profesores, administradores, secretarios, mensajeros y expertos.  Cuando la Secretaría General es la agencia ejecutora, aplican sus reglas respecto del empleo de personal y contratistas independientes.

El Artículo 17 de las Normas Generales divide a los recursos humanos en dos categorías generales: miembros de personal y contratistas independientes.  Los miembros de personal son personas naturales que entran en una relación laboral con la Secretaría General.  Ellos tienen las obligaciones de los funcionarios, y se les contrata bajo contratos de empleo estándar, los cuales les otorgan todos los derechos y privilegios correspondientes a los funcionarios bajo las Normas Generales y los Reglamentos de Personal.  Aquellos derechos y privilegios aumentan dependiendo de los años de servicio, el método por el cual se les contrata, y la duración de sus contratos
.
Existen varias clases de funcionarios dentro de la organización, cada una con diferentes derechos.  Ellas incluyen a profesionales internacionales y personal de servicios general a los que se les paga bajo escalas salariales establecidas por las Naciones Unidas, profesionales locales; y personal de apoyo temporario, compensados de acuerdo a las condiciones locales
.  Las categorías de profesionales locales y de personal de apoyo temporario fueron creadas para facilitar la contratación de personal a costos del mercado y bajo condiciones de mercado para proyectos de cooperación y otras actividades de la Secretaría en los estados miembros
.
En contraste, los contratistas independientes pueden ser personas naturales o personas jurídicas (sociedades, asociaciones, compañías de responsabilidad limitada) las cuales entran en un contrato con la Secretaría para producir un producto específico o entregar un servicio específico – normalmente por un período de menos de seis meses.  Los contratistas independientes se proveen sus propios beneficios laborales y no tienen derecho a ninguno de los beneficios que la Secretaría reconoce a sus funcionarios.  Sus servicios son contratados bajo una modalidad de contrato llamada Contrato por Resultado (CPR)
.  El formulario utilizado para instrumentar los CPRs reafirma que no existe una relación laboral entre las partes y describe los servicios a ser ejecutados o el producto que se debe producir y el precio a ser pagado por él.  El precio pagado a los contratistas independientes que son personas naturales se divide en dos componentes: compensación neta y gastos fijos.  Los gastos fijos incluyen un estimado del monto que el contratista tendrá que pagar por seguro social como persona auto-empleada.  Puede también incluir viajes, suministros y otros gastos razonables
.  El lenguaje corriente en el contrato reafirma las inmunidades de la Secretaría y obliga a las partes a llevar sus disputas irreconciliables a arbitraje obligatorio.  También provee la terminación justificada con notificación previa de cinco días e “injustificada” con notificación previa de treinta días
.  Los CPRs por un monto de más de $70,000 para proyectos financiados por el Fondo Regular y la CEPCIDI pueden ser otorgados sólo a través de un concurso de méritos; no obstante, los contratos financiados por fondos específicos podrán ser otorgados sin concurso de méritos si se hace un requerimiento por escrito por parte del donante o del estado miembro recipiente
. 

La decisión de la Secretaría, actuando como la agencia ejecutora, de satisfacer sus requerimientos de recursos humanos mediante la contratación de personal, o de contratistas independientes, dependerá de la complejidad del proyecto y de su duración.  EL CPR es ideal para contratar los servicios de personas naturales para proyectos o tareas dentro de proyectos por menos de seis meses.  En la mayoría de los casos, el CPR no se deberá extender por más de un año, con el fin de evitar posibles problemas bajo las legislaciones laborales locales.  Los administradores de proyectos y donantes prefieren los CPRs porque estos son más simples y más baratos de administrar.  Ellos pueden ser usados por períodos más prolongados sin generar problemas de derecho laboral en la mayoría de los países cuando el contratista es una persona jurídica.  Pero en los casos en que el contratista no es una persona jurídica, la duración de tiempo que se necesitará de una persona normalmente será el factor principal para determinar si se usa un contrato de empleo o un CPR. Cuando el proyecto requiere la contratación de una persona natural por más de un año se requiere alguna forma de contrato de empleo que garantice el pago de beneficios requeridos a nivel local o, alternativamente, beneficios acordados bajo el servicio internacional civil
.
(viii) Medidas para Resguardar contra Conflictos de Interés, Discriminación Injusta y otras inquietudes

Al contratar bienes y servicios y administrar sus proyectos de cooperación técnica, la Secretaría General debe observar las disposiciones de la Carta y de las Normas Generales que prohíben discriminación basándose en raza, creencias religiosas o género
.  Además, existen reglas específicas que definen y prohíben el acoso sexual con las cuales la Secretaría, contratistas independientes, y vendedores deben cumplir, so pena de sanciones, incluyendo terminación, por falta de cumplimiento
.
Las reglas que previenen conflictos de interés que, de no ser impedidos podrían resultar en costos administrativos más altos e ineficiencias, se aplican también a proyectos ejecutados o de otra forma administrados por la Secretaría General.  Existen disposiciones contra el nepotismo en el Reglamento de Personal las cuales prohíben contratar familiares inmediatos de los miembros del personal, y en los Reglamentos de CPR que prohíben otorgar CPRs a familiares de funcionarios de alta jerarquía
.  Además, el Reglamento de Personal requiere que los miembros del personal involucrados en contratos de proyectos o administrándolos, presenten estados anuales financieros y estados indicando las empresas y asociaciones con las cuales están asociados cercanamente o con los cuales tienen intereses económicos.  El Reglamento de Personal y las Normas Generales también prohíben que los miembros del personal acepten regalos, emolumentos y ofertas de empleo de vendedores y de estados miembros sin antes comunicárselo al Secretario General y obtener su permiso
.

Asimismo, las Reglas de CPR y las Reglas de Adquisición prohíben a cualquier miembro del personal que “sea dueño o posea título, participaciones, acciones, interés o derecho propietario en una firma, empresa, o cualquier otra entidad de negocios que provea un producto o servicio a la Secretaría General” el participar en el proceso de contratación para ese bien o servicio, sin el permiso del supervisor del miembro del personal, y previa consulta con el consultor jurídico
.  Fuertes penalidades, las que incluyen la terminación y restitución, se aplican a cualquier miembro del personal que viole esas reglas.

E. El Marco Legal de los Proyectos y la Evaluación de Programas

Empezando por la Carta, las normas de la Organización reconocen la importancia de la evaluación como un insumo en el proceso de planeamiento de política y para mejorar todos los otros aspectos del proceso de cooperación técnica.  Se requiere que las unidades y los cuerpos políticos que participan en la formación de la política, financiamiento de proyecto, selección de proyecto, y/o funciones de ejecución de proyecto, se comprometan a algún tipo regular de proceso de evaluación.  

1. El CIDI y la Evaluación de la Asociación para Actividades de Desarrollo

La obligación del CIDI de evaluar sus programas se origina en la Carta.  El artículo 95(e) de la Carta establece que el CIDI deberá:

Evaluar periódicamente las actividades de cooperación para el desarrollo integral, en cuanto a su desempeño en la consecución de las políticas, los programas y proyectos, en términos de su impacto, eficacia, eficiencia, aplicación de recursos, y de la calidad, entre otros, de los servicios de cooperación técnica prestados, e informar a la Asamblea General.
Con bases en la Carta, la Sección VI del Plan Estratégico de 2002-2005 establece un marco legal para evaluar el cumplimiento con el Plan Estratégico, y delega parte de la responsabilidad para esta evaluación a las reuniones regulares de CIDI, SEDI, CEPCIDI y la AICD.  La Sección VI establece que:


EL CIDI deberá evaluar las sociedades para actividades de desarrollo y la monitorización de las políticas definidas.  Con este fin, la SEDI le deberá presentar a CIDI, a través de CEPCIDI, informes cualitativos y cuantitativos sobre las evaluaciones de la implementación de políticas y sobre los resultados logrados. . .  en términos de su impacto, eficacia y eficiencia, uso de recursos y de la calidad de servicios de cooperación técnica rendidos.


Para lograr esto, la AICD ha de implementar mecanismos para monitorizar y evaluar el funcionamiento de los proyectos financiados con fondos encomendados a la administración de la AICD, para que ellos contribuyan a aumentar su eficiencia, efectividad, impacto y sostenimiento.  Estos mecanismos definirán, en lo que sea apropiado, la participación de las Unidades Oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros, y otras dependencias de la Secretaría General, así como la frecuencia sobre la cual las instituciones ejecutoras deben presentar informes en los proyectos que ejecuten.

El Plan continúa estableciendo que, con base en los resultados del proceso de evaluación, el CIDI puede modificar y ajustar el Plan Estratégico.

El Estatuto del CIDI, el Estatuto de la AICD, y los Reglamentos que rigen al CIDI y a la CEPCIDI ya establecen la clase de evaluación sistemática dispuesta por el Plan Estratégico más reciente.  El proceso de evaluación para proyectos de solidaridad para el desarrollo se inicia al nivel de proyecto individual.  Todos los acuerdos de proyecto requieren que la agencia ejecutora proponga un informe final de resultados del proyecto, y también pueden requerir informes provisionales.
  Esos informes sirven de base para la evaluación por parte de la SEDI, de los proyectos para la Junta de Directores como lo manda el artículo 9 del Estatuto de la AICD.
  Las reglas del CIDI también requieren que las CENPES participen en el proceso de evaluación llevado a cabo por la Junta Directiva. Bajo el artículo 14(c) del Estatuto del CIDI, las CENPES deberán “examinar periódicamente la ejecución de las actividades de cooperación y sus resultados y formular a la Junta Directiva de la AICD las recomendaciones que consideren pertinentes”.  El artículo 8(b) del Estatuto del CIDI requiere que la CEPCIDI analice los informes de la Junta Directiva, los cuales contienen las evaluaciones de la Junta.  La CEPCIDI presenta un informe con los resultados a las reuniones regulares del CIDI, las cuales, bajo el artículo 23(d) del Estatuto del CIDI evalúan “los informes sobre las actividades de cooperación y sus resultados, y adopta las recomendaciones y decisiones que estime pertinentes”.

El marco legal para las evaluaciones asigna además un rol a las reuniones especiales sectoriales a nivel ministerial en el proceso de evaluación.  El artículo 24 (e) del Estatuto del CIDI requiere que esas reuniones examinen periódicamente “la ejecución de actividades de cooperación, evaluar sus resultados y formular las recomendaciones que considere pertinentes.”  Los Comités Interamericanos son los mecanismos preparatorios y de seguimiento para las reuniones especiales sectoriales y normalmente tienen a cargo la evaluación de los programas correspondientes a estas reuniones.  En el desempeño de esta función, cuentan con la asistencia de la SEDI y de las unidades correspondientes, para ser sometidas a consideración durante estas reuniones.

2. Otros Mecanismos de Evaluación

Los mecanismos de Control Financiero ya discutidos más arriba relativos a ejecución de proyecto también contienen un componente valioso de evaluación.  El artículo 115 de las Normas Generales confiere al Secretario General la tarea de “establecer un sistema de evaluación formal de los programas, servicios y actividades de la OEA.”  Este continúa diciendo que antes del 1º de abril de cada año el Secretario General deberá presentar al CIDI, al Consejo Permanente y a las dependencias afectadas de la Secretaría, los informes de la evaluación de la Secretaría General para sus observaciones y utilización en el proceso de presupuesto.  El artículo 114 de las Normas Generales requiere expresamente que la Comisión de Asuntos Presupuestarios y Administrativos del Consejo Permanente revise esos informes para valorar “globalmente la eficacia de los programas, proyectos y actividades de la Organización” y presentar sus observaciones y recomendaciones al Consejo Permanente para su posible recomendación a la Asamblea General. 

La evaluación de programas y proyectos de cooperación, particularmente desde la perspectiva administrativa, presupuestaria y financiera, es además un producto importante del proceso de auditoría interna y externa.  La Orden Ejecutiva No. 95-05, la cual describe las funciones del Inspector General, le asigna a esa oficina la tarea de evaluar los proyectos y programas de la organización y conducir evaluaciones específicas de actividades a requerimiento del Secretario General
.  Asimismo, las Normas Generales autorizan a la Junta de Auditores Externos a hacer observaciones en su Informe Anual y al Secretario General, los Consejos, y la Asamblea General en “actividades y programas de administración” incorporando así a la Junta al proceso total de evaluación
.
V. CONCLUSIONES
El marco legal para la cooperación técnica en la OEA, el cual se basa en la Carta de la Organización, incluye una variedad de normas que establecen metas y objetivos, crean instituciones y establecen reglas y procedimientos que rigen las actividades de esas instituciones.  La amplitud de la cooperación técnica y su carácter y objetivos multifacéticos establecidos bajo la Carta, como se definen en el Plan Estratégico y otras resoluciones de la Asamblea General de la OEA, le presentan dos retos básicos a la Organización: Coordinación y movilización de recursos.  Sin coordinación adecuada, el concepto de desarrollo “integral” no tiene sentido; y sin recursos adecuados para proveer fondos a las reuniones programadas de elaboración de políticas y proyectos, todo el esfuerzo estaría destinado a decepcionar, en el mejor de los casos, o a fracasar, en el peor.  Estas conclusiones discuten brevemente el impacto de esos retos en las cinco actividades que constituyen la cooperación técnica dentro de la Organización: elaboración de políticas, financiamiento de programas, selección de proyectos, ejecución de proyectos, y evaluación.

A. Elaboración de Políticas

El elemento más fuerte del esfuerzo de cooperación técnica de la Organización es su estructura de elaboración de políticas.  La Carta y el Estatuto del CIDI han creado un tapiz diseñado a permitir la articulación de intereses sectoriales para la formación de la política sectorial hemisférica, y la Cumbre de las Américas ha establecido un proceso paralelo institucional el cual fortalece esa estructura.  La estructura de la Organización, en el papel, está bien sintonizada para promover el diálogo interamericano y para servir como un catalizador para la política interamericana.

El órgano supremo de la Organización es la Asamblea General.  Con la asistencia del CIDI, posee la autoridad legal para agregar y dar forma a los intereses de varios sectores involucrados en la asociación para actividades de desarrollo dentro de una política integral con objetivos significativos.  El fraguar una política de desarrollo integral para el hemisferio requiere de la coordinación de los intereses de los sectores y grupos e instituciones que los apoyen.  No obstante la autoridad conferida a la Asamblea General bajo la Carta, dicha coordinación no es fácilmente obtenida.  Las rivalidades sectoriales dentro de muchos gobiernos nacionales socavan los intentos de elaboración de políticas integrales a nivel nacional, y también dificultan la elaboración de políticas integrales a nivel internacional.

Del lado positivo, la coordinación es mejor hoy día de lo que era en los 80s, cuando Ronald Scheman citaba la ausencia de coordinación como una de las mayores razones de los resultados decepcionantes de los esfuerzos de cooperación técnica de la OEA en ese tiempo
.  La creación de CIDI mejoró las relaciones con el Banco Mundial, el BID y la CAF, y nuevos mecanismos institucionales para la integración de la sociedad civil dentro del proceso de formulación de políticas han mejorado las posibilidades para una coordinación más efectiva.  No obstante, la meta de lograr una coordinación satisfactoria ha probado ser elusiva.

Reconociendo las dimensiones serias de este problema y la necesidad de una coordinación más efectiva, la Asamblea General en 1999 autorizó la creación del “Comité de Coordinación de Programas de Cooperación del Sistema Interamericano”
.  La función del Comité es “mejorar la coordinación de la cooperación técnica y los programas de desarrollo llevados a cabo por los diversos órganos, organismos y entidades del sistema interamericano”.  Su membresía incluye al Secretario General y a los oficiales principales ejecutivos de las seis Organizaciones Especializadas de la Organización (OPS, IPGH, IICA, IIN, III y CIM), CITEL, CICAD y SEDI.  Al Comité se le asigna la tarea de presentar informes al Consejo Permanente y al CIDI dos veces al año y a la reunión anual de la Asamblea General.  No obstante el optimismo y buena fe que acompañaron a la creación del Comité, éste nunca se ha reunido.  La resolución que creó al Comité prueba que los Estados Miembros de la OEA están bien al tanto de la necesidad de mejorar la coordinación de los esfuerzos de cooperación técnica y de qué es necesario para lograr esto; sin embargo, el fracaso de este Comité en organizarse y reunirse desde 1999 también muestra que existe una resistencia latente entre las instituciones para comprometerse en el alcance total de cooperación que se requiere para el desarrollo integral efectivo de la elaboración y programación de políticas
.
Aparte de las rivalidades intersectoriales aparentes, las cuales hacen de la coordinación un reto continuo, la poca disposición por parte de los Estados Miembros de la OEA a comprometer recursos suficientes para cubrir a las instituciones responsables de la coordinación de políticas es también parte del problema.  Es irreal esperar que la Asamblea General con sólo una reunión anual de tres díasy el CIDI, de igual manera, con una reunión anual de tres días, puedan conciliar y coordinar los intereses competentes de los sectores involucrados en el desarrollo integral.  Las perspectivas para una mayor coordinación pueden ser mejoradas al proveer recursos para reuniones más extensas de esos órganos, cuyo propósito es justamente ese.

La captación de fondos para las reuniones sectoriales es, además, menos que adecuada.  De nuevo, las reuniones en los niveles ministerial y en el nivel del Comité Interamericano, se limitan a tres días.  Simplemente no hay suficiente dinero en el Presupuesto del Fondo Regular de la OEA para sufragar reuniones ministeriales o las reuniones de los Comités Interamericanos, los cuales generalmente llevan a cabo los trabajos preparatorios y de seguimiento de esos comités.  Entonces, esos cuerpos importantes de elaboración de políticas deben limitar sus reuniones de una vez cada dos, tres o cuatro años.  Traer a oficiales de los estados miembros y otras instituciones interamericanas a participar en el proceso integral de elaboración de políticas resulta caro.  Y a menos que los estados miembros estén deseosos de comprometer más recursos al proceso, existe una probabilidad substancial de que el marco elaborado para el desarrollo integral que ellos han producido, para la creación de una política sectorial, defraudará sus expectativas.

B. Financiamiento de Proyectos y Programas

Las perspectivas para sufragar los costos de la cooperación técnica son variados.  La tendencia que ha sido señalada por el Secretario General Gaviria en 1995 hacia el financiamiento bilateral de proyectos en vez de financiamiento por el Fondo Regular y el FEMCIDI y sus predecesores institucionales (FEMCIES y FEMCIECC) continúa
.  Para el año fiscal 2001, el financiamiento de proyectos con fondos específicos subió a su nivel más alto a casi US$60,000,000.  Al mismo tiempo, el porcentaje del Presupuesto del Fondo Regular dedicado a la cooperación técnica ha disminuido desde 2001 de un 59% a aproximadamente 43% en 2003, y como el presupuesto del Fondo Regular ha estado congelado durante ese período en US$76,000,000, el resultado es una disminución real substancial en financiamiento multilateral del fondo.

La caída de financiamiento multilateral para proyectos del CIDI es igualmente dramática.  En 1991 la Asamblea General programó aproximadamente US$25,000,000 de sus fondos especiales multilaterales a las actividades de cooperación técnica programadas por CIES y CIECC, los predecesores institucionales del CIDI
.  Para 2002, el monto programado de FEMCIDI para las actividades multilaterales del CIDI fue de US$7,15,000,000
.
El presupuesto total de la programación de FEMCIDI de menos de $8,000,000 es problemático para la Organización.  No sólo significa que hay menos recursos que antes para proyectos concebidos y programados multilateralmente, sino que además surgen las dudas acerca de la economía de mantener una infraestructura institucional grande creada para evaluar y programar tan pequeño monto de recursos.

El apetito por proyectos del FEMCIDI es mucho mayor de lo que FEMCIDI puede realmente financiar.  En virtud de su mandato, el FEMCIDI debe financiar proyectos en todas las áreas de prioridad del Plan Estratégico en virtualmente todos los Estados Miembros, menos los más desarrollados. Entonces, aún persiste el mismo viejo problema que plagaba a la Organización a mediados de los ochentas y los noventas,. La amplitud de programaciones que se requieren para satisfacer el mandato político del FEMCIDI favorece la creación de mini-proyectos para cubrir todas las bases.  El monto distribuido por parte del FEMCIDI por proyecto fue de aproximadamente $80,000 para el 2002 y, hubo 89 proyectos en total.

Del lado positivo, la Organización respondió a su realidad removiendo la actividad intensa de programar al FEMCIDI de los 34 miembros de CEPCIDI a los 9 miembros de la Junta Directiva de la AICD cuando creó a la AICD en diciembre de 1999.  No obstante, aún se requieren recursos para convocar a CENPES para proyectos de programación y evaluación. Además, la SEDI debe dedicar personal administrativo y otros recursos para la formulación de proyectos, actividades de supervisión y evaluación respecto de los proyectos FEMCIDI. Si los recursos del FEMCIDI continúan disminuyendo, la Organización tendrá que tomar decisiones difíciles en cuanto a si tiene sentido continuar manteniendo su costosa infraestructura.  Objetivos de desarrollo similares pudieran ser logrados sobre una base de costos más efectiva si los esfuerzos y recursos actualmente dedicados al FEMCIDI se enfocan a la movilización de recursos a través de fondos específicos.

Actualmente, la Organización no tiene ni un mecanismo de coordinación efectiva ni política para reunir fondos específicos.  La Junta Directiva de la AICD tiene la autoridad bajo sus estatutos para establecer directrices apropiadas para recaudar fondos específicos.  Hasta ahora, no obstante, ha hecho poco en esa área.  Los donantes han reclamado que órganos y unidades de la Secretaría con mandatos que se superponen compiten entre ellos y piden fondos para proyectos similares.  Por su parte las unidades y dependencias insisten en que la creación de un mecanismo centralizado para regular, monitorizar y coordinar sus esfuerzos sofocaría sus esfuerzos por reunir fondos.  Por ende, han resistido propuestas de coordinación en esta área.  El jurado aún no ha dado su veredicto acerca de si algún modicum de coordinación en reunir recursos para Fondos Específicos podría reducir pérdida de tiempo y duplicidad de esfuerzos por parte de los órganos de la OEA y las dependencias de la Secretaría General en la búsqueda de esos fondos, así como también reducir la fatiga de los donantes.

C. Aprobación de Proyectos

Hay dos limitaciones básicas al alcance y amplitud de lo que la Organización puede lograr en el área de asistencia técnica: su autoridad legal y sus recursos.  El marco legal establecido bajo la Carta y el Plan Estratégico dan a la Organización la autoridad suficiente para aprobar proyectos en casi todas las áreas concebibles relacionadas a la cooperación técnica.  Por lo tanto, la disponibilidad de recursos se mantiene como el único factor realmente limitante.

Como ya se ha indicado, la reducción de los recursos del Fondo Regular y del FEMCIDI provee límites reales a los proyectos concebidos y autorizados a través del proceso de la toma de decisión multilateral.  La eliminación de la extrema pobreza en el hemisferio a través del desarrollo integral es un objetivo noble.  Pero esto no se puede lograr con un presupuesto de FEMCIDI de un poco más de US$7,000,000 al año.

Los proyectos y programas desarrollados y administrados a través de negociaciones entre una dependencia de la Secretaría General y uno o dos donantes interesados son mucho más simples y menos costosos para desarrollar e implementar.  Pero aún los US$60,000,000 recibidos en fondos específicos son una cantidad insignificante en términos del amplio mandato que se le ha dado al CIDI y a la Organización en el campo de cooperación técnica.

Lo que la Organización puede esperar realmente hacer en el área de desarrollo multilateral e implementación dependerá – como casi todo lo demás en la Organización – del deseo político de los estados miembros.  La lógica sugeriría que las prioridades fuesen limitadas a un puñado de áreas en las cuales la Organización tenga una ventaja comparativa comprobada, como sugirió el Secretario General Gaviria en 1995.  Hasta ahora, las políticas de la región han prevenido esa clase de ejercicio.  Con cada Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno, los mandatos a las agencias dentro del Sistema Interamericano aumentan en vez de disminuir, cuando cada sector aboga por un “mandato” en el Plan de Acción Cumbre para justificar la posibilidad de financiamiento internacional para sus programas.  Esto no sería un problema si la multiplicidad de recursos que los estados miembros deseaban contribuir fuese igual a la multiplicidad de los mandatos.  Pero desafortunadamente, ese no es el caso.  Mientras a la OEA se le requiera el generar y financiar proyectos sobre un amplio espectro de especialidades y sectores sin que se le confíen los recursos para hacer esto, dejará a parte de sus simpatizantes desilusionados e insatisfechos.  Aún más, se mantendrá sujeta a la crítica que ha sido enunciada con mucha frecuencia, de que sus proyectos son muy pequeños como para tener significado alguno y que no tiene el personal para proveer la experiencia requerida
.
D. Ejecución de Proyectos

La capacidad administrativa de la Organización para administrar recursos para cooperación técnica y además ejecutar proyectos es generalmente muy fuerte.  Su fortaleza se deriva no sólo de una estructura legal comprensiva, regulando todos los aspectos de administración financiera para la cooperación técnica, sino también de un sistema de administración de información bastante moderno y una estructura institucional de supervisión política, auditoría y controles financieros.  Además, la red de Oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros, junto con los acuerdos de privilegios e inmunidades, le proporcionan una ventaja comparativa sobre las ONGs, compañías consultivas del sector privado y otras organizaciones internacionales públicas en la ejecución o de otro modo en la administración y supervisión de proyectos.

Los donantes de fondos específicos están tan interesados como lo está la Secretaría en asegurar que los recursos de un proyecto sean utilizados en lo que se quiere que estos produzcan.  Entonces, los donantes generalmente acuerdan incluir en el presupuesto del proyecto recursos para la administración, supervisión, informe y auditoría del proyecto.

Respecto de los proyectos FEMCIDI, SEDI no es la agencia ejecutora.  En cambio, sirve de donante.  El rol que la SEDI puede desempeñar en la supervisión de las agencias ejecutoras se ve limitado por la disponibilidad de recursos.  Simplemente no hay suficiente dinero en el presupuesto de la SEDI para permitir una inspección de lugar para los proyectos por un especialista de la SEDI.  Entonces, la supervisión de proyecto no es tan completa como lo sería de otro modo si estuviesen disponibles más recursos. La supervisión en el lugar, en la medida en que exista, deberá llevarse a cabo por los Directores de las Oficinas de la Secretaría General fuera de la sede
.  El personal de SEDI debe por lo tanto supervisar aquellos proyectos basados en los informes que reciben de las Agencias Ejecutoras y los comentarios sobre estos de los Directores de esas Oficinas. Ante la falta de la inclusión de recursos adicionales en el presupuesto de la AICD para el personal supervisor, la supervisión de los proyectos del FEMCIDI continuará basada casi exclusivamente en esos informes y comentarios.

E. Evaluación de Proyecto

Bajo el marco legal establecido en la Organización, la evaluación comienza a nivel de proyecto y termina a nivel de la Asamblea General
.  Los administradores de proyectos dentro de la Secretaría o en otras agencias ejecutoras a cargo de ejecutar proyectos, según fuere el caso, presentan informes los cuales pasan a las Unidades y/o a la SEDI.  Las unidades, la SEDI y otras dependencias involucradas en cooperación técnica usan los informes para evaluar sus programas, y los envían a través de los canales estatutarios correspondientes a los respectivos Consejos, y/o a la Junta Directiva, en caso de proyectos de desarrollo solidario.

La evaluación del impacto de un proyecto es difícil.  Existe un diálogo constante acerca de la implementación de mejores técnicas de evaluación.  Algunos estados miembros hablan acerca de la necesidad de especificar “resultados mensurables” para cada proyecto, pero lo que es “mensurable” puede que no siempre sea “significativo”.  El número de reuniones llevadas a cabo, el número de participantes, el número de libros, son todos mensurables, pero el hecho de si esas reuniones, libros y participantes tendrán un impacto en la eliminación de la extrema pobreza a largo plazo o la mejoría de un sector en particular es, a lo más, especulativo.

La evaluación del proceso administrativo por el cual un proyecto está implementado es más fácil y más objetiva.  O se ha cumplido con las reglas o no se ha cumplido con las mismas.  O el dinero ha sido gastado en los propósitos de un proyecto como se demuestra en una auditoría, o no lo ha sido.  Los defectos son fáciles de reconocer, así como las medidas correctivas que deben ser tomadas para evitar la repetición del problema.  El proceso de evaluación de cumplimiento administrativo y presupuestario se lleva a cabo bajo un proceso paralelo que no depende solamente de los informes de los directores de proyecto y administradores de programas, ni de las entidades políticas ni de los donantes que aprobaron el financiamiento.  En cambio, es llevado a cabo por oficiales independientes quienes no tienen nada que ver con las decisiones de la programación: la Junta de Auditores Externos y el Inspector General. Este diseño garantiza resultados objetivos.

El proceso a través del cual las evaluaciones del impacto del proyecto son normalmente elaboradas dentro del marco legal existente en la Organización para llevar a cabo esas evaluaciones reduce las posibilidades de objetividad total.  Cada parte del proceso tiene un interés involucrado en el resultado.  El proceso comienza con el director del proyecto, quien probablemente no admitirá ni proveerá información alguna en un informe de proyecto de que el proyecto ha fracasado en el logro de sus objetivos.  De manera similar, el representante del donante, en el caso de proyecto de Fondos Específicos, así como la Unidad responsable por los gastos del FEMCIDI o de Fondos Regulares, difícilmente van a admitir que sus proyectos fueron menos que exitosos.  Y así sigue.  Generalmente, cada nivel en la cadena de evaluación tiene un interés en demostrar al otro nivel que su decisión de asignar los recursos al proyecto en el cual los colocaron fue sabia.  Así es la naturaleza humana.

Quizás sería preferible una estructura diferente – similar al proceso paralelo llevado a cabo por el Inspector General y la Junta de Auditores Externos para la evaluación de cumplimiento con las reglas financieras.  La creación de las CENPES, las que utilizan expertos de fuera de la Organización para evaluar propuestas de proyectos y resultados de programas, fue un paso en esa dirección.  Pero al darle a las CENPES ambos roles se introdujo el riesgo de que el subsiguiente programa de evaluación de proyectos a ser ejecutado por las CENPES, de programas que ellos habían aprobado previamente, pudiese no ser enteramente objetivo.  Para reducir el riesgo, las funciones de aprobación de proyecto y evaluación de proyecto han de ser ejecutadas por distintas entidades.  Hasta ahora, no obstante, los estados miembros no han mostrado una inclinación a colocar los recursos necesarios para crear y mantener un mecanismo separado – similar a la Junta de Auditores Externos en las áreas administrativa y presupuestaria – para evaluar el impacto y la efectividad del programa y del proyecto.

F. Cierre

La Carta de la OEA y las disposiciones adoptadas por la Asamblea General de la OEA y otros órganos de la Organización para la cooperación, constituyen un marco legal comprensivo para un programa efectivo de cooperación técnica en las Américas.  Aunque no es perfecto – y pocas cosas lo son – es más que adecuado para proveer una base legal sabia y guía para la tarea que tenemos a la mano.

Por supuesto, siempre existe espacio para refinamiento.  El marco podría ser ajustado para reducir similitudes entre el proceso preparatorio de las Cumbres y el CIDI, para juntar más al GRIC o la reunión Cumbre misma con la Asamblea General y para institucionalizar las Cumbres más completamente dentro de la estructura formal de la Organización.  Existe duplicidad de esfuerzos entre la SEDI y las unidades en las áreas de apoyo a la elaboración de políticas, recaudación de fondos y programación de proyecto los cuales podrían ser eliminados a través de ajustes estructurales dentro de la Secretaría.  Una decisión de transformar todas las Conferencias Especiales en el Comité Interamericano clarificaría las líneas de la elaboración sectorial de políticas.  Y las CENPES podrían fácilmente estar reestructuradas en un mecanismo totalmente autónomo y más efectivo para evaluación de proyecto y eficacia e impacto de programación.

A pesar de que sería de gran ayuda el que existiese una cierta elaboración de reglamentos, esto no constituye una prioridad para hacer a la Organización una maquinaria más efectiva para la cooperación técnica del hemisferio.  En cambio, lo que se requiere es la movilización de la voluntad política de los estados miembros para usar los mecanismos de coordinación que ya han forjado para desarrollar una política verdaderamente integral y contribuir con los recursos financieros necesarios para apoyar esos mecanismos y sus mandatos.

�	El autor es el Director del Departamento de Servicios Legales de la Oficina del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.  Además, es Profesor Adjunto de Derecho de la Escuela de Derecho de American University, Washington, D.C.  Las opiniones y conclusiones expresadas por el autor son a título personal y no representan necesariamente las de la Organización de los Estados Americanos, de su Secretaría General o de sus órganos.  El autor agradece a la doctora Lorena Pérez, quien tomó a cargo la responsabilidad para esta traducción, y a los doctores Sergio Biondo, Regina Arriaga y Adriana Suárez, quienes apoyaron a la doctora Pérez con la traducción.


�	Para una visión general de la OEA y sus órganos, véase William M. Berenson, “La Estructura de la Organización de los Estados Americanos, una Reseña”, en � HYPERLINK "http://www.oas.org" ��www.oas.org�, presionar “Estructura de la OEA”, presionar “Departamento de Servicios Legales”, presionar “Ensayos y Opiniones Jurídicas de Interés General Producidos por el Departamento”; Enrique Lagos, Organización de los Estados Americanos,  R. Blanpain, International Encyclopedia of Laws (Kluwer Law Internacional, La Haya, 2001).


�	Véase Junta de Auditores Externos, Auditoría de cuentas y estados financieros, 31 de Diciembre, 2001 y 2000 (Washington, 2002), Sección II, págs. 24 y 25; Sección III, págs. 21-24. Esta cifra está basada en la suma del Fondo Regular, el Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano Para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) y los Fondos Especiales de la Organización administrados por la Secretaría General en el Año Fiscal 2001.  No incluye los gastos presupuestarios de cuatro de las seis organizaciones especializadas establecidas de acuerdo con el Capítulo XVIII de la Carta de la OEA, a saber: la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), el Instituto Indigenista Interamericano (III), y el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH).


�	Resolución AG/RES. 1443 (XXVI-O/96).  El autor agradece a la doctora Carmen de la Pava por haberlo asistido en la investigación de las resoluciones citadas en esta sección del manuscrito. 


�	Véanse Resoluciones AG/RES.1440, 1424 y 1438 (XXVI-O/96).


�	Véase Tabla 1, infra.


�	CIDI/RES. 15 (II-O/97).


�	Véanse CP/RES. 703 (1122/97).  Con anterioridad a la creación de FEMCIDI, los dos fondos voluntarios multilaterales para el financiamiento de la cooperación técnica eran el Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano Económico y Social (FEMCIES) y el Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura (FEMCIECC).


�	Véanse Resoluciones AG/RES.1573 y 1576 (XXVIII-O/98).  Posteriormente, el CIDI adoptó el Reglamento de estas dos entidades mediante las Resoluciones CIDI/RES. 59 (IV-O/99) y CIDI/RES. 96 (V-O/00), respectivamente.


�	AG/RES. 1678 (XXXIX-O/99).


�	Véanse CIDI/RES. 40 (III-O/98); CIDI/RES. 80 (IV-O/99).


�	Véase Resolución AG/RES. 3 (XXXVI-E/99), Anexo A.


�	Id., Anexos B-E.


�	Véase CEPCIDI/RES. 67 (LXVI-O/01) y CP/RES. 787 (1267/01).  Las modificaciones a las Normas Generales son provisorias hasta tanto sean aprobadas por la Asamblea General en forma definitiva.


�	Carta de 1948, Artículos 4(e), 26 y 27.  Los otros propósitos eran: fortalecer la paz y la seguridad del continente; prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución pacífica de controversias; emprender una acción común como respuesta a la agresión; y procurar la solución a los problemas políticos, jurídicos y económicos. 


�	Carta de 1948, Artículos 33, 35, 36, 53, 54, 63, 73, 78, 82, 83, 93 y 95. 


�	Carta de 1948, Capítulos XIV y XV.


�	Para una breve pero útil reseña de la Alianza para el Progreso, véase Christopher R. Thomas, The OAS in its Fiftieth Year: Overview of a Regional Commitment (OAS Washington, D.C. 1998), página 21 a 29.  Véase también César Gaviria, Una Nueva Visión de la OEA (Washington, D.C. 1995).


�	L. Ronald Scheman, The Inter-American Dilemma, the Search for the Inter-American Cooperation at the Centennial of the Inter-American System (New York 1988), págs. 21 a 49. 


�	Hacia 1975, el BID proporcionaba recursos financieros para asistencia técnica en las Américas, por un valor de US$ 2,000,000,000, comparado con US$60,000,000 que proporcionaba la OEA. Id., pág. 41. 


�	L. Ronald Scheman, actualmente Director General de la AICD y anterior Subsecretario de Administración (1975-83), escribía a mediados de 1980 que el decaimiento de la cooperación técnica de la OEA se debía a diversos factores:  la rigidez de la burocracia internacional, la cual atenuaba su capacidad de innovación y la capacidad de responder ante las prioridades cambiantes del desarrollo; la ausencia de mecanismos de coordinación con y entre otras entidades interamericanas, que eviten la duplicación de esfuerzos – tanto dentro de la OEA como fuera de ella; la evolución del BID como competidor; la multiplicidad de mini-proyectos que resultan debido a los esfuerzos por satisfacer numerosos intereses políticos diversos sin prioridades claras y con recursos financieros decrecientes.  Id., supra.  Casi diez años más tarde, el Secretario General César Gaviria señalaba factores similares como responsables del letargo de la Organización en el área de la cooperación para el desarrollo.  Gaviria indicó la proliferación de mini-proyectos de un valor promedio inferior a US$25,000 y el fracaso de una burocracia rígida en cuanto a crear modelos de cooperación para el desarrollo más modernos y útiles, especialmente en el área de la cooperación horizontal.  También señaló en particular la pérdida de ingresos, la creciente preferencia de los donantes por los proyectos bilaterales en lugar de los proyectos multilaterales y el papel superior  del BID y del PNUD.  Gaviria, supra, en las págs. 47 a 52.           


�	Gaviria, supra, en pág. 46, Anexo I en la pág. 73.


�	Id.


�	Carta de la OEA, Artículo 31.


�	Id.  Artículo 32.


�	Entre las numerosas organizaciones especializadas de las Naciones Unidas se encuentran el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD); la Organización Mundial de la Salud (OMS); el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA); la Organización para la Alimentación y la  Agricultura (FAO); la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,  la Ciencia y la Cultura (UNESCO) y la UNICEF.   


�	Carta de la OEA., Artículo 32.  Asimismo, el Artículo 95 (d) faculta al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) para establecer “relaciones de cooperación con los órganos correspondientes de las Naciones Unidas y con otras entidades nacionales e internacionales, especialmente en lo referente a la coordinación de los programas interamericanos de cooperación técnica”. 


�	El Artículo 95 (c) de la Carta encarga al CIDI promover y coordinar la cooperación entre otras organizaciones interamericanas establecidas según la Carta y otros tratados interamericanos. 


�	Id., el Artículo 138 establece: “Los órganos competentes procurarán, dentro de las disposiciones de la presente Carta, una mayor colaboración de los países no miembros de la Organización en materia de cooperación para el desarrollo”.


�	Resolución AG/RES. 1 (XX-E/94).


�	Declaración de Montrouis, AG/DEC. 8 (XXV-O/95)


�	Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo 2002-2005, CIDI/doc.6/01 Rev.1 Corr.1 (9 de enero de 2002), aprobado por la Asamblea General mediante Resolución AG/RES 1855 (XXXII-O/02).


�	Véase Carta de la OEA, Artículos 95 (a) y 54 (a);  Estatuto del CIDI, Artículo 29. 


�	El Artículo 29 del Estatuto del CIDI, aprobado por la Asamblea General, dispone que:





	El Plan Estratégico articulará las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política general y las prioridades de cooperación que apruebe la Asamblea General. Será estructurado con base en los programas interamericanos de cooperación. Tendrá un horizonte de planeamiento de cuatro años, pudiendo ser revisado cuando la Asamblea General lo considere pertinente.





�	Véase Resolución AG/RES. 1855 (XXXII-O/02) “Aprobación del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2002-2005”.


�	Entre las principales excepciones se encuentran los Programas de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) y los de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD). No obstante, se puede sostener que tales programas en realidad no constituyen excepciones, pues los de la CITEL se pueden caracterizar como programas que impulsan las prioridades de educación y de desarrollo del acceso a mercados, y los de la CICAD como programas que promueven las prioridades de educación, desarrollo social y fortalecimiento de las instituciones democráticas.  


�	The American Collegiate Dictionary (New York, NY 1960), p. 266.  Asimismo, el Webster’s New Collegiate Dictionary (Springfield, MA 1976, p. 247) define cooperación como una “asociación de personas para beneficio común.” 


�	Informe Anual del Secretario General a la Asamblea General, CP/Doc. 3471/01 (23 mayo 2001), Anexo B “Conferencias y Reuniones de la Organización de los Estados Americanos”.


�	Véase: Página Web de la AICD, Becas, � HYPERLINK "http://www.oas.org" ��www.oas.org�.  


�	La mayoría de las becas corresponden a lo que se denomina Programa Regular de Adiestramiento (PRA).  Otras incluyen: las Becas CIESPAL; el Curso de Derecho Internacional de Río de Janeiro; las Becas de Telecomunicaciones (CITEL); las Becas Rómulo Gallegos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; las Becas Especiales Caribeñas (SPECAF); las Becas de Cooperación Horizontal (CHBA) y el Programa Especial de Entrenamiento (PEC).  De los casi US$8,700,000 apropiados para becas en el Presupuesto del Fondo Regular de 2001, US$6,400,000 fueron asignados a PRA. Véase Programa Presupuesto de la Organización 2001, aprobado por la Asamblea General en su XXVII Período Extraordinario de Sesiones, Octubre 2000 AG/RES. 1 (XXVII-E/00) (Washington, D.C. 2001) en el Capítulo V, pág. 203 (Programa Presupuesto 2001)    


�	Véase CP/RES. 831 (1342/02).


�	Sin embargo, la mayoría todavía se financia mediante una apropiación anual de aproximadamente US$7,000,000 del Fondo Regular de la OEA, de los cuales más del 95% se financiaron con las cuotas obligatorias de los Estados miembros.  El artículo 18 del Estatuto de la AICD encarga a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) que desarrolle “una estrategia de movilización de recursos a fin de fortalecer el Programa de Becas y de Capacitación,….con miras a que dicho programa sea completamente autosustentable financieramente”.  


�	CIDI/RES (135 (VIII-O/03).  La versión anterior había sido aprobada por el Consejo Permanente, por resolución CP/RES. 740 (1179/98) “Manual de Procedimientos de los Programas de Becas y Capacitación de la Organización de los Estados Americanos”. 


�	Para apreciar la variedad de proyectos existentes se puede examinar la lista de Acuerdos Bilaterales, que aparece en el Anexo C del Informe Anual del Secretario General a la Asamblea General de 2001, CP/doc.3471/01 (23 de mayo de 2001) y en la lista de Fondos Específicos en el Anexo 4 en la Auditoría de Cuentas y de Estados Financieros, 31 de diciembre, 2001 y 2000 (Washington, D.C. 2002). La mayoría de esos fondos específicos financian proyectos identificados por el nombre del fondo.    


�	Todos los miembros activos de la OEA, 34 en total, tienen un voto en la Asamblea General, la cual debe reunirse una vez al año regularmente y debe reunirse extraordinariamente cuando se convoca a sí misma a reunión, o cuando es convocada por el Consejo Permanente.  Véase Carta de la OEA, Artículos 54 a 60.


�	Artículos 93 al 98 de la Carta de la OEA.  El CIDI se reúne regularmente una vez al año y puede sostener reuniones especiales y reuniones sectoriales.  Todas las reuniones del CIDI son a nivel ministerial o con la participación del oficial del nivel más alto del sector correspondiente.  El objetivo del CIDI es “promover la cooperación entre los Estados americanos con el propósito de lograr su desarrollo integral, y en particular para contribuir a la eliminación de la pobreza crítica, de conformidad con las normas de la Carta y en especial las consignadas en el Capítulo VII de la misma, en los campos económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico”. Ídem, Artículo 94.  


�	Carta de la OEA, Artículo 95(c).


�	Véase Estatutos del Consejo Interamericano de Desarrollo Integral (CIDI), aprobados por la Resolución AG/RES. (XXVI-O/96), enmendada, los Reglamentos de la CEPCIDI y sus Órganos Subsidiarios. 


�	El término “ministerial” denota oficiales del más alto rango en un país para el sector correspondiente. En algunos casos, el oficial de más alto rango no será un ministro, como es el caso en algunos países para los sectores de Puertos y de Ciencia y Tecnología.


� 	El Artículo 24 del Estatuto del CIDI autoriza a las Reuniones Especializadas o Sectoriales a hacer recomendaciones respecto de la política hemisférica sin especificar que deben primero pasar por la reunión anual del CIDI; sin embargo, las recomendaciones para el Plan Estratégico y para la creación de CENPES adicionales y otros órganos subsidiarios, debe ser aprobado por la Reunión Regular Anual del CIDI, como lo establece el Artículo 23 del Estatuto. 


� 	Artículos 122 a 123 de la Carta de la OEA. La Resolución AG/RES/85 (II-O/72) de la Asamblea General contiene las Normas para el funcionamiento de las Conferencias Especializadas y del Consejo Permanente. La Resolución CP/RES/76 (84/72) establece Reglamentos Modelos para las Conferencias. Para algunos, como los Congresos de Turismo, la Asamblea General ha adoptado tanto un Estatuto como Reglamentos. Otros, con la asistencia de la Organización o del Consejo Especializado, han adoptado sus propios Reglamentos.


� 	CITEL, la cual fue una vez una Conferencia Especializada, fue transformada de Conferencia Interamericana de Telecomunicaciones a Comisión Interamericana de Telecomunicaciones, por la Asamblea General en 1993; sin embargo, no es un Comité Interamericano bajo la jurisdicción del CIDI.


� 	Véanse las Resoluciones AG/RES. 1574 (XXVIII-O/98) y AG/RES. 1515 (XXVII-O/97).


� 	Reglamentos de la CEPCIDI, Artículo 9.


� 	Estatuto del CIDI, Artículo 8.  No podemos recordar ningún caso en el que una recomendación o actividad que hayan sido tomados por la CEPCIDI, hayan sido rechazados o desestimados por el CIDI.


� 	Las responsabilidades adicionales incluyen la movilización de recursos y seguimiento de las decisiones y programas autorizados por las Reuniones Ministeriales Sectoriales correspondientes y por la Asamblea General.


� 	Estatuto del CIDI, Artículo 19.


� 	Estatuto de la AICD, Artículos 1 y 2; Estatutos del CIDI, Artículo 11.


� 	Estatuto de la AICD, Artículos 5 y 11.


� 	El Director General es designado por el Secretario General por un período de cuatro años, previa consulta con la Junta Directiva y previa aprobación del CIDI.  Ídem, Artículo 12.


� 	Estatuto de la AICD, Artículos 6 y 7.


� 	La porción de ese presupuesto financiado por el Fondo Regular debe también ser aprobada por la Asamblea General.  Carta de la OEA, Artículo 54(e).


� 	Estatutos de la AICD, Artículo 9.


� 	Estatutos del CIDI, Artículo 13.


� 	Estatutos del CIDI, Artículo 15.


�	Estatutos del CIDI, Artículo 14.


� 	Véanse las Resoluciones AG/RES. 1784 y 1785 (XXXI-O/01).


� 	La Organización está comprometida a llevar a cabo programas y actividades “diseñados a promover principios democráticos y practicas y a fortalecer una cultura democrática en el hemisferio” como lo indican los Artículos 36-28 de la Carta Democrática.  Véase la Resolución AG/RES. 1 (XXVIII-E/01).


� 	Véase el Plan de Acción, Cumbre de Québec de Jefes de Estado y de Gobierno.


� 	Véase Orden Ejecutiva No. 02-3, “Establecimiento de la Secretaría del Proceso de Cumbres”; Orden Ejecutiva No. 02-4, “Servicios de la Secretaría General a las Reuniones Ministeriales Vinculadas al Proceso de Cumbres de las Américas.”


� 	La Resolución AG/RES. 50 (I-O/71) estableció el estatus de Observador Permanente.  Mediante Resoluciones CP/RES. 52 (61/72) y CP/RES. 407 (573/84), el Consejo Permanente estableció el proceso para extender ese estatus y las condiciones de elegibilidad.


� 	Sin embargo, la Resolución CP/RES. 68 (69/72), establece los derechos y privilegios básicos de los Observadores Permanentes en el Consejo Permanente.  Estos incluyen los derechos a asistir a sesiones públicas y sesiones privadas, con permiso del Presidente del Consejo o del Comité o grupo de trabajo correspondiente, el derecho a expresarse sujeto a que se le conceda permiso en cada caso por el oficial que preside, y el derecho a recibir documentos.


� 	Véanse Reglamento de la Asamblea General, Artículo 8; Reglamento del Consejo Permanente, Artículo 40, Secciones 5 y 6; Reglamento de la CEPCIDI, Artículo 11(2); Reglamento del CIDI, Artículo 20.


� 	Bajo el Párrafo Operativo 8 de la Resolución CP/RES. 407, a los Organismos Especializados, como el IICA, OPS, y IIN no se les requiere que acepten las acreditaciones de Observadores Permanentes que confiere el Consejo Permanente.  Estos pueden desarrollar sus propias condiciones para aceptar a Observadores Permanentes y establecer sus derechos y deberes. 


� 	Artículo 9 del Reglamento de la Asamblea General.  El Artículo 21 del Reglamento del CIDI tiene una disposición similar, la cual requiere como precondición para el status de observador en las reuniones del CIDI, la autorización previa de la CEPCIDI para esos gobiernos y entidades.


� 	Véanse, por ejemplo, el Reglamento de la Asamblea General, Artículo 10; Reglamento del CIDI, Artículo 22.


� 	Véase la Resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA” (Directrices). Véase también “Participación, Acreditación y Cooperación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”, CP/CSC-20/00.


� 	Directrices, Artículo 3.


� 	Directrices, los Artículos 4 y 6.


� 	Véase Directrices, en el Artículo 13.  El costo de distribución de documentos de más de 2000 palabras debe ser sufragado por el OSC.


� 	Sólo deben notificar a la Secretaría General el representante que asistirá a la reunión o conferencia.  Directrices, Artículo 12(a).


� 	Véanse Reglamento del Comité Interamericano de Puertos, Artículo 70(b); el Estatuto de CITEL, Artículo 24; el Reglamento de la CITEL, Artículos 82 a 84.


� 	Carta de la OEA, Artículos 95(d) y 112(h).  En lo referente al Comité Jurídico Interamericano, Véase Artículo 103; para los Organismos Especializados, Véase Artículo 129.


� 	Véase, por ejemplo, la Resolución AG/RES. 617 (XII-O/82) “Relaciones de Cooperación con Fuentes Externas de Estados No Miembros;” AG/RES. 242 (VIII-O/78), “Cooperación con Instituciones Crediticias Internacionales”.


� 	Resolución AG/RES. 57. Anexo, “Borrador de Normas de Relaciones de Cooperación Entre la Organización de los Estados Americanos y las Naciones Unidas, sus Agencias Especializadas, y Otras Organizaciones Nacionales e Internacionales” (Normas para Acuerdos de Cooperación), Artículos 3 y 4.


� 	La Secretaría General es uno de los pocos órganos de la Organización con su propia personalidad jurídica, la cual es reconocida en acuerdos de privilegios e inmunidades firmados con los Estados Miembros individualmente. Véase, por ejemplo, Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la Organización de los Estados Americanos, Artículo 9 (aprobado por el Consejo de la OEA y abierto a firmas el 15 de mayo de 1949; en vigencia desde el 4 de junio de 1951 – 13 estados partes); Acuerdo de Sede entre la Organización de los Estados Americanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América, Artículo II (en vigencia desde el 6 de noviembre de 1994). 


� 	En el caso de las ONGs, no todas han firmado Acuerdos de Relaciones de Cooperación con la Secretaría General y el Acuerdo no es un requerimiento para la obtención del estatus de OSC Acreditada.  El status de OSC Acreditada provee mayores oportunidades de participación que los Acuerdos para Cooperación General.  Entonces, es posible que el estatus de OSC Acreditada eventualmente reemplace al Acuerdo General de Cooperación como el vehículo principal para canalizar la participación de ONGs en las actividades de la Organización.


� 	Para una descripción más detallada de las funciones y actividades de cada una de esas entidades, Véase el Informe Anual de 2001 del Secretario General a la Asamblea General, supra. Véase también Propuesta de Programa de Presupuesto de la OEA para 2003, AG/CP/doc/640/02, para las declaraciones de las misiones de cada una de estas áreas.


� 	Todas las órdenes ejecutivas están disponibles en la página web de la OEA, � HYPERLINK "http://www.oas.org" ��www.oas.org�; presionar “Estructura de la OEA” y luego presionar “Departamento de Servicios Legales” para ver el menú.


� 	Por medio de la Resolución sobre Programa Presupuesto para el 2001, Resolución AG/RES. 1839 (XXXI-O/01), la Oficina de Cultura, cuyas funciones están definidas en O.E. 97-3, fue abolida y se fusionó con la Unidad de Desarrollo Sostenible y Educación, la cual ahora es la Unidad para el Desarrollo Social, Educación y Cultura.


� 	La Secretaría de CITEL fue establecida y regulada conforme al Estatuto de CITEL y sus Reglamentos.


� 	Véanse Órdenes Ejecutivas Nos. 96-1, 99-4, 01-1, y 03-1.


� 	Véase Propuesta de Programa de Presupuesto de la OEA para 2003, AG/CP/doc. 640/02, para declaraciones de misiones para estos departamentos, págs. 5.7 - 5.22.  


� 	Otra dependencia que provee servicios esenciales al proceso de elaboración de políticas es la Oficina del Secretario General Adjunto, a través de su Secretaría para Conferencias y Reuniones. Esa oficina provee traducción, interpretación y otros apoyos logísticos a la mayoría de las ministeriales y reuniones de expertos. Conjuntamente con la Secretaría de la Asamblea General, las Reuniones de Consulta y el Consejo Permanente, también parte de la Oficina del Secretario General Adjunto, la Secretaría de Conferencias y Reuniones provee apoyo logístico similar a la Asamblea General y al Consejo Permanente, y a las Reuniones de Consulta. Véase Orden Ejecutiva No. 97-2.


� 	Véase Orden Ejecutiva No. 96-4; 2001 Informe Anual, supra, págs. 27-29.  


� 	Tanto el Artículo 70 de las Normas Generales como los Artículos 4 y 26 del Estatuto del FEMCIDI, mencionan los Fondos Fiduciarios como otro vehículo para el financiamiento de Proyectos. En la práctica, sin embargo, resulta difícil distinguir Fondos fiduciarios de Fondos Específicos. Ambos fondos son establecidos por donantes privados, para ser utilizados para los propósitos y de acuerdo a otros términos con los cuales el donante está de acuerdo. Desde 1996 la AICD y la Subsecretaría de Administración han establecido Fondos fiduciarios para asistir agencias que no son de la OEA y que son ejecutoras de proyectos de cooperación, para mantener y desembolsar fondos de proyectos.  El modelo de esos fondos es como sigue: El dinero del FEMCIDI o de un Fondo Específico se transfiere a una Cuenta de Fideicomiso que la oficina local de la Secretaría General en el Estado Miembro recipiente administra como Fideicomisario para la Agencia Ejecutora. A requerimiento de la Agencia Ejecutora, se realizan desembolsos por la SG/OEA, como fideicomisario de acuerdo con los documentos del proyecto y certificación de terminación del trabajo del proyecto a la Agencia Ejecutora y sus sub-contratantes. En 2001 hubo aproximadamente 50 Fondos fiduciarios de este tipo en operación para proyectos de cooperación bajo los auspicios de la AICD. Véase Junta de Auditores Externos, Auditoría de Cuentas y Estados Financieros, 31 de Diciembre de 2001 y 2000, (Washington, D.C. 2002) (Informe de Auditoría de 2001), Sección III, pág. 25.  


� 	Véase Programa Presupuesto de la Organización para 2001, Aprobado por la Asamblea General XXVII-Sesión Especial, octubre de 2000, AG/RES.1 (XXVII-E/00) (Programa de Presupuesto para 2001), pág. 25; Programa Presupuesto de la Organización para 2002, Aprobado por la Asamblea General XXXI, Sesión Regular, Junio de 2001, AG/RES. 1839 (XXXI-O/O1) (Programa Presupuesto para 2002), pág. 33; Propuesta de Programa Presupuesto para 2003, AC/CP/doc. 640/02; Informe Anual de la Agencia Interamericana para la Cooperación y Desarrollo a su Junta de Directores, AICD/JD/doc. 27/02.


� 	Informe de Auditoría de 2002, Sección II, pág. 11. Esto constituyó un aumento sobre los US$52,700,000 en fondos específicos recibidos en 2000.


� 	Resolución AG/RES. 1839 (XXXI-O/01), Tabla A.


� 	Normas Generales, Artículo 74.  La tarifa negociada respecto de los Fondos Específicos administrados por la AICD, o en su lugar, el interés producido por esos fondos, se deposita (si no hay ningún acuerdo en contrario con el donante) en el Fondo de la AICD para Operaciones.  El Fondo de la AICD para Operaciones es un Fondo Específico establecido bajo el Estatuto de la AICD para proveer los gastos operativos de la AICD y financiado por una contribución del Fondo Regular, las tarifas e intereses de los Fondos Específicos para supervisión técnica y apoyo administrativo, y otros ingresos misceláneos.  Véase Estatuto de la AICD, Artículo 14(3).


� 	Resolución AG/RES. 1839 (XXXI-/01), Tabla A.


� 	Esos servicios incluyen tarifas por certificación y reproducción de documentos.


� 	Resolución AG/RES. 1839 (XXXI-O/01), Tabla A.


� 	Sin embargo, esta no es una regla rígida. El Artículo 100 de las Normas Generales permite que el Consejo Permanente apruebe los gastos no autorizados en el Programa Presupuesto para emergencias y otras necesidades no anticipadas, y el Artículo 71(b) de las Normas permite al Consejo Permanente financiar esos gastos con el Sub-fondo de Reserva del Fondo Regular.


� 	Bajo una decisión de la  directiva de 2003, de la Junta de Directores de la AICD, ningún Estado Miembro podrá presentar más de cinco proyectos para financiamiento.


� 	Estatuto del FEMCIDI, Artículos 7-9.


� 	Tal como se indica más arriba, los fondos fiduciarios se incluyen bajo la rúbrica de Fondos Específicos para fines de este artículo. El Artículo 74 de las Normas Generales define a los fondos fiduciarios como fondos “en contabilidades separadas, cuyos fines y limitaciones serán definidos en términos precisos, de acuerdo con los correspondientes actos constitutivos. . . [y] constituidos en virtud de legados, disposición testamentaria o donación para financiar los propósitos especificados por el donante o testador, mantenidos en fideicomiso y utilizados de conformidad con las disposiciones o actos correspondientes”. Véase también, Estatuto del FEMCIDI, Artículos 3, 4 y 26.


� 	Durante el año fiscal de 2001, la AICD recibió aproximadamente US$3,500,000 en Fondos Específicos (incluyendo contribuciones al Fondo Fiduciario) y la Secretaría General recibió otros US$44,000,000. Entre los Observadores Permanentes, Noruega, Suecia, España, Holanda, Japón y el Reino Unido fueron los principales donantes en ese orden. En total, los Observadores Permanentes contribuyeron casi US$7,000,000. Entre los estados miembros, los Estados Unidos de América, Brasil, Canadá y México fueron los principales contribuyentes. En total, los estados miembros contribuyeron $29,906,000 a los Fondos Específicos.  Informe de Auditoría de 2001, Sección II, pág. 32, Sección III, pág. 24.


� 	Informe de Auditoría de 2001, Sección II, págs. 49-62.


� 	La Unidad para la Promoción de la Democracia (UPD) maneja una cantidad mayor de fondos y recursos de fondos específicos que cualquier otra dependencia de la Secretaría.  El Informe de Auditoría de 2001 indica en su Sección II, págs. 49 a -51, que durante 2001, la UPD administró 93 fondos específicos. Las contribuciones a esos fondos durante el año fueron por un total de US$15,562,075 y el saldo en efectivo del 1º de enero de 2001 era de US$8,877,926.  El otro gran administrador de fondos específicos durante 2001 fue la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente (USDE). El Informe de Auditoría de 2001, en su Sección II, págs. 56 a 57, indica que la Unidad manejó 42 cuentas ese año. Las contribuciones totales recibidas por los fondos específicos de la USDE fueron de $12,603,520, y el saldo en efectivo al 1º de enero de 2001 fue de $5,597,789. Las estadísticas de la SEDI para el Informe de Auditoría de 2001, en la Sección II, pág. 60, muestran que éste manejó 15 fondos específicos en 2001 con un saldo efectivo el 1º de enero de ese año de $1,077,681 y que no recibió contribuciones durante ese año para esos fondos. No obstante, la Sección III, pág. 24, del mismo informe muestra que la SEDI recibió otras 16 contribuciones para fondos específicos por un valor de aproximadamente US$3,500,000 para el año fiscal de 2001.


� 	Véase el Estatuto de la AICD, Artículo 18; Estatutos del Fondo de Capital Para Programas de Becas y Entrenamiento de la OEA, CIDI/RES. 135 (VIII-O/O3).


� 	Este es un Fondo Especial en una clase aparte, porque se financia en su mayor parte con fondos de otros Fondos de la OEA. Para evitar el contar doblemente los recursos, no está incluido en el monto total de Fondos Específicos. Incluye el monto de gastos fijos generales de la AICD transferidos del Fondo Regular a la AICD (sin incluir más de US$7,000,000 en becas y más de US$2,900,000 en salarios y emolumentos para el personal administrativo de la AICD); contribuciones para apoyo administrativo y supervisión técnica de los fondos específicos administrados por la AICD, ingreso por intereses ganados, y otros ingresos misceláneos que gana la AICD. Véase el Estatuto de la AICD, Artículo 14(2); Informe de Auditoría de 2001, Sección III, pág. 25.


� 	Para el estatuto correspondiente, Véase CP/RES: 720 (1155/98).


� 	El Artículo 8(h) del Estatuto del CIDI le confiere a la CEPCIDI la autoridad para “considerar y, de ser el caso, aprobar el presupuesto anual de la AICD con base en la propuesta de la Junta Directiva de la AICD.” El Artículo 11(11) del Estatuto de la AICD requiere a la SEDI “presentar a la Junta Directiva para su consideración la propuesta de presupuesto anual de la AICD de acuerdo con las políticas y prioridades determinadas por la CEPCIDI”.


� 	El Artículo 91(c) de la Carta asigna al Consejo Permanente la función de Comisión Preparatoria de la Asamblea General. Conforme al Artículo 60 de la Carta, el Consejo Permanente, como Comisión Preparatoria, está a cargo de “examinar el proyecto de programa-presupuesto y el de resolución sobre cuotas, y presentar a la Asamblea General un informe sobre los mismos, con las recomendaciones que estime pertinentes”, tal como se especifica en el Artículo 88 de las Normas Generales. La Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios de la Comisión Preparatoria es además la misma Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios del Consejo Permanente (CAAP). Para las reglas y reglamentos relativos al Proceso de Presupuesto, Véanse los Capítulos V y VI de las Normas Generales, Artículos 83 a 97.


� 	Véase el Reglamento de la CEPCIDI, Artículo 38.


� 	Véase CP/RES. 807 (1307/02).  Esta formula se ajusta de vez en cuando para reflejar los cambios de costos debidos a la inflación y a las condiciones del mercado.


� 	Estatuto del FEMCIDI, Artículo 11.


� 	El CIDI aprobó el Estatuto del FEMCIDI mediante Resolución CIDI/Res. 15 (II-O/97). Enmendó los Artículos 15, 17, y 20 mediante Resolución CEPCIDI/RES. 67 (LXVI-O/01).


� 	Otros Sectores financiados fueron el Comercial, con cinco proyectos, por el monto de $490,353; Democracia, con seis proyectos, por el monto de $484,524; Turismo, con seis proyectos, por el monto de $485,000; y Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente, con 7 proyectos, por el monto de $716,419. Esta información fue provista por la AICD.


� 	Para propósitos de esta cuenta, en Centroamérica se incluyó a la República Dominicana y al Itsmo Centroamericano.


� 	Otras distribuciones fueron las siguientes: El Grupo Andino (Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Perú, Venezuela) con 13 proyectos, $1,394,670; MERCOSUR con 13 proyectos, $944,787; América del Norte con 7 proyectos, $886,522.  Información provista por la AICD.  Véase también el Informe Anual de la AICD para 2001, AICD/JD/doc.27/02 (1º de abril de 2002), págs. 4-5.


� 	Cuando los fondos son donados directamente por un país que no es Estado miembro de la OEA ni Observador Permanente, la Resolución AG/RES. 617 (XII-O/82) establece que la aprobación del Consejo Permanente o del CIDI es obligatoria.


� 	Los Estados Unidos de América, en su Acuerdo de Sede con la Organización, además de reconocer la personalidad legal de la Secretaría General, ha reconocido la personalidad jurídica de la OEA misma para contratar; pero esa es la excepción y no la regla. Otros países, como Costa Rica, han reconocido la personalidad jurídica de otros órganos con sus sedes allí y en los cuales la Secretaría General no proporciona servicios de personal – por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el IICA.  Por su parte, Uruguay ha reconocido la personalidad jurídica del Instituto Interamericano del Niño, cuya sede se encuentra ubicada allí.


� 	El Artículo 112(h) de la Carta y el Artículo 3(h) de las Normas Generales autorizan a la Secretaría General a “establecer relaciones de cooperación, de acuerdo Establecer relaciones de cooperación, de acuerdo con lo que resuelva la Asamblea General o los consejos, con los Organismos Especializados y otros organismos nacionales e internacionales”.  Véase AG/RES. 57, Normas de Cooperación, Artículos 3(b) y 4(c)(ii), 4(d) y 24.


� 	El Artículo 133 de la Carta obliga a que cada uno de los Estados miembros provea dentro de su territorio a la Organización, el goce “de la capacidad jurídica, privilegios e inmunidades que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones y la realización de sus propósitos”.


� 	La Convención Multilateral de la OEA de Privilegios e Inmunidades, así como también los acuerdos bilaterales, se reproducen en la página web del Departamento de Servicios Legales de la OEA.  Véase � HYPERLINK "http://www.oas.org" ��www.oas.org�, presionar “Estructura de la OEA”, presionar “Departamento de Servicios Legales”, presionar  “Acuerdos, Normas, Sentencias y Documentos Sobre Privilegios e Inmunidades.”  


� 	Bajo algunos de los acuerdos concluidos, algunos de esos derechos se extienden a contratantes independientes (consultores) que trabajan en proyectos de la OEA y también a los receptores de becas de la OEA.


� 	Esas reglas fueron re-escritas para conformarse al sistema de administración de cuentas ORACLE y están vigentes provisionalmente mientras se encuentra pendiente la revisión final del Secretario General. Véase Memorando Administrativo No. 103, Reglas Presupuestarias y Financieras (20 de mayo de 2003).  Véase también,  Manual Presupuestario y Financiero para las Oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros, Borrador de Trabajo, febrero de 2002, emitido por el Subsecretario de Administración bajo MAN/AS/016-02, actualizado en junio de 2003. 


� 	El Artículo 111 de las Normas Generales, “Registros Contables” expresa que los archivos de repartición, comprobantes (vales), recibos, talonario de depósitos, y otros documentos de transacciones bancarias relacionados a proyectos se deben mantener por seis años.  Véase Manual de Archivos de la OEA (Quinta Edición, Washington, D.C. 2000), OEA/Ser.D1.7, págs. 60-61.


� 	Normas Generales, Artículos 113 a 115.


� 	Estatuto de la AICD, Artículo 9(6); Estatuto del CIDI, Artículo 8(b); Reglamento de la CEPCIDI, Artículo 38(1).


� 	Normas Generales, Artículo 116 a 128.


� 	Véase CP/RES. 124 (164/75 rev. 2), “Designación de Auditores Externos Para Examinar las Cuentas de la Secretaría General”.


� 	Reglamento de Contratos de Adquisiciones de la Secretaría de la Organización de los Estados Americanos, Capítulo X, emitido bajo la Orden Ejecutiva No. 00-1 (Reglas de Contratación).  El Artículo 101 de las Normas Generales permite algunas excepciones al requerimiento competitivo de licitación, tales como en casos de emergencia, como socorro en desastres, reparaciones de emergencia, y otras medidas necesarias para la protección de vidas y de la propiedad. Las Reglas de Contratación establecen una excepción adicional para compras de una fuente única, pero requieren que el oficial que recomienda la compra certifique que hubo la debida diligencia en la búsqueda de otras fuentes y presente pruebas convincentes de la ausencia de otras fuentes. 


� 	Normas Generales, Capítulo III; Reglamento del Personal de la Secretaría General, aprobados por la Orden Ejecutiva 96-2, enmendada.


� 	Normas Generales, Capítulo III, Artículos 17 a 25. 


� 	Memorando Administrativo No. 100 “Normas y Formularios para la Contratación de Profesionales Locales”; Memorando Administrativo No. 99 “Normas y Formularios para la Contratación de Personal de Apoyo Temporario.” Los Memorandos Administrativos y las Órdenes Ejecutivas pueden ser vistos en la página web del Departamento de Servicios Legales, supra.


� 	Reglamentos de la Secretaría General para Contratos por Resultado, implementados por la Orden Ejecutiva No. 01-4 (Reglamentos de CPR).


� 	Reglamentos de CPR, Capítulo VI.


� 	Memorando Administrativo No. 96, “Nuevo Formulario 608 de la OEA para Contratos por Resultado.”


� 	Reglamentos de CPR, Artículo 3.6. Los reglamentos no requieren, pero recomiendan, el uso de métodos competitivos para retener a los CPRs hasta el tope de $70,000.


� 	Véase Reglamento de Personal No. 104.16; Reglamentos de CPR, Artículo 3.2. 


� 	La Carta de la OEA, en su Artículo 137, establece que: “La Organización de los Estados Americanos no admite restricción alguna por cuestión de raza, credo o sexo en la capacidad para desempeñar cargos en la Organización y participar en sus actividades.” Normas Generales, Artículo 42.


� 	Orden Ejecutiva 95-7, “Prohibición del Acoso Sexual”.


� 	Reglamentos de CPR, Artículo 3.1. Existen también prohibiciones de otorgar CPRs a funcionarios del gobierno de los estados miembros de la OEA; miembros del personal, el Secretario General anterior, el Secretario General Adjunto anterior; y los antiguos miembros del personal de confianza a menos que sean aprobados por el Secretario General; personas cuyos CPRs han sido terminados anteriormente por causa; personas empleadas por instituciones que reciben fondos de la SG/OEA como parte de un proyecto de la OEA a menos que sea por licencia, y cualquier oficial electo de un órgano de la OEA si el contrato tiene que ver con sus deberes para con ese órgano.


� 	Reglamento de Personal, 101.4 a 101.7; Normas Generales, Artículos 26 al 36, 136.  Asimismo, al Secretario General le está prohibido buscar o solicitar ningún “obsequio, gratificación, préstamo, favor o cualquier otra cosa u objeto de valor monetario” de cualquier persona o entidad comercial “tenga o trate de obtener relaciones contractuales o de otra índole comercial o financiera con la Organización”, y está obligada a presentar información de estados financieros personales al Consejo Permanente para su consideración y revisión.  Normas Generales, Artículo 131.  Y si el Consejo Permanente concluye que un asunto presenta un conflicto de intereses para el Secretario General o el Secretario General Adjunto, éstos deberán abstenerse de trabajar en ese asunto o despojarse de dicho interés, dependiendo del caso.  Normas Generales, Artículos 132 a 134.  


� 	Reglamento de CPR, Artículo 4.1; Reglamento de Contratos de Adquisiciones, Artículo 4.2.


� 	Algunos donantes insisten en mecanismos de evaluación adicionales para sus proyectos, incluyendo, por ejemplo, un informe o una reunión acerca de “lecciones aprendidas.”


� 	Con el propósito de mejorar el proceso de evaluación, la Junta Directiva decidió en su Reunión de la Primavera de 2003, que todos los proyectos del FEMCIDI de más de $100,000 deberán incluir un componente de evaluación y, autorizaron una asignación del FEMCIDI para evaluar todos los proyectos de hasta dicha suma. 


� 	Véase Orden Ejecutiva No. 95-5, Anexo A, Secciones III (B)(1) y (D)(19); Normas Generales, Artículo 117.


� 	Normas Generales, Artículo 126.


� 	Scheman, The Inter-American Dilemma, supra.


� 	Resolución AG/RES. 1666 (XXXIX-O/99).


� 	La necesidad de coordinación se extiende a las unidades y dependencias de la Secretaría General. El Artículo 13(8) del Estatuto de la AICD le confiere al Director General de la AICD la autoridad para “dirigir la coordinación del apoyo de las Unidades, Oficinas y demás dependencias de la Organización, necesaria para el cumplimiento de las funciones de la AICD.” En la práctica, sin embargo, ha sido difícil para el Director General ejercer la función de coordinación porque la mayoría de las unidades y dependencias sectoriales de la Secretaría responsables de la cooperación técnica, con la excepción de la SEDI, son responsables directamente ante el Secretario General a través de su Jefe de Gabinete. En un esfuerzo por facilitar la cooperación, el Secretario General creó, en mayo de 2002, “El Comité de Coordinación de las Actividades de Cooperación Técnica con Base en el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria”. Véase Orden Ejecutiva 02-5. El Coordinador del Comité es el Director General de la AICD. Sus miembros incluyen a los Jefes de Gabinetes del Secretario General y del Secretario General Adjunto, el Subsecretario de Asuntos Jurídicos, las Secretarías Ejecutivas de CICAD, del Proceso de Cumbres, y de CITEL, y los Directores de la Unidad de Comercio, de la UPD, de la USDE, de la Unidad para Desarrollo Social y Educación, y de Servicios Legales. Para septiembre de 2002, sin embargo, este Comité no había iniciado aún sus reuniones mensuales obligatorias, y para mediados de 2003, sólo se había reunido tres veces.


� 	Gaviria, New Vision, supra.


� 	Resolución AG/RES. 1137 (XX0-O/91), Sección II(3).


� 	Informe Anual de 2001, de la AICD a su Junta Directiva, AICD/Jddoc.27/02 (1º de abril de 2002).


� 	Véase Scheman, supra, págs. 21-49.


� 	La coordinación de esas Oficinas con la SEDI se inhibe debido a la estructura institucional de la Secretaría. Las Oficinas son directamente responsables ante el Secretario General Adjunto en vez de serlo ante el Director General de la AICD. Los estados miembros reconocieron este posible problema cuando crearon la AICD en 1999, y hubo propuestas para que se rectificara este problema al transferir esas oficinas a la AICD. Esas propuestas se desecharon, sin embargo, en vista de las funciones políticas ejercidas por esos oficiales en ese tiempo.


� 	No obstante este marco lógico para la evaluación, parece haber cierta insatisfacción con el proceso de evaluación como una herramienta para ayudar a la Organización a priorizar sus recursos limitados. Es así que durante la Sesión Ordinaria de 2002, la Asamblea General de la OEA le asignó al Secretario General la tarea de evaluar “los mandatos en curso, financiados por el Fondo Regular, que tienen más de cinco años de vigencia”.  Resolución AG/RES. 1909 (XXXII-O/02), Sección III (A)(12).
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